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LA IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO

Rubén Sánchez Gil*

[Q]ue todo el que se queje con justicia, tenga 
un tribunal que lo escuche, lo ampare y lo 
defienda contra el fuerte y el arbitrario.

José María Morelos y Pavón**
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causales. V. Epílogo. 

I. Introducción

El juicio de amparo mexicano tiene fama de poseer un “alto grado de especia-
lización”, y ello en gran parte se debe a la existencia de la “improcedencia”.1 
La complejidad de esta figura, a veces fincada sobre una esotérica jurispru-
dencia, ha hecho pensar que este proceso constitucional se encuentra al alcan-
ce de solo unos pocos iniciados —los “funcionarios judiciales federales” y las 
“figuras más relevantes del foro”— que pueden abordarlo “con maestría”.2 
Esta perspectiva me parece correcta hasta cierto punto: el tecnicismo actual 

*		 Doctor en derecho por la UNAM, profesor en la Facultad de Derecho de la Universi-
dad Autónoma de Yucatán (UADY).

**		 Entrevista con Andrés Quintana Roo, referida por Cueva, Mario de la, La idea de 
soberanía. El derecho constitucional de Apatzingán. Estudios, México, UNAM, 1964, pp. 316 y 317, 
citado por Burgoa Orihuela, Ignacio, Derecho constitucional mexicano, 11a. ed., México, Porrúa, 
1997, p. 275.

1		 Arámburu Mejía, Antonio, “Improcedencia y sobreseimiento”, en Cossío Díaz, José 
Ramón et al. (coords.), La nueva Ley de Amparo, México, Porrúa, 2015, p. 247.

2		 Góngora Pimentel, Genaro, Introducción al estudio del juicio de amparo, 10a. ed., México, 
Porrúa, 2004, p. 209.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/0AMMFv

DR © 2017.  
Instituto de Investigaciones Jurídicas - UNAM



350 RUBÉN SÁNCHEZ GIL

del amparo mexicano gira en torno a la improcedencia y sus causales, y quien 
domine este concepto —si es que esto fuera posible— tendrá una de las cla-
ves del juicio de derechos fundamentales.

La relevancia de la improcedencia se debe a mi juicio a dos fenómenos 
determinantes, íntimamente ligados, de la historia del amparo en México: 
el proverbial abuso de este proceso por parte de los litigantes y el incentivo 
que provee para abatir el rezago judicial y cumplir con la “estadística”.3 
En la práctica del juicio de amparo ha prevalecido una cultura que privi-
legia la búsqueda de motivos para negar la función jurisdiccional y pone 
en ello un esfuerzo digno de mejores causas.

Aunque no ha desterrado del todo lo anterior ni resultaba estrictamente 
necesaria para ello, la reforma en materia de derechos humanos publicada 
el 10 de junio de 2011 es propicia para implantar una nueva visión sobre el 
juicio de amparo, en particular, en relación con su improcedencia. La visión 
sobre los derechos fundamentales que estableció esta reforma los impulsa a 
su máxima efectividad y, pese a todo, dispone una apertura al derecho inter-
nacional de los derechos humanos que jamás se habría pensado en México. 
De la mano de la reforma al amparo publicada el 6 de junio de 2011, esta 
visión debe incidir —y lo ha hecho— sobre este proceso constitucional en 
dos sentidos: 1) corroborando su calidad de garantía de los derechos funda-
mentales y 2) fortaleciendo la aplicación en el juicio de los altos estándares 
de tutela judicial efectiva que prevé el derecho internacional.4

Uno de los aspectos más criticados del juicio de amparo ha sido la “apli-
cación libérrima” de la improcedencia.5 Es muy probable que esta afirma-
ción continúe vigente en la actualidad, a despecho de las mencionadas re-
formas. En un reciente encuentro con motivo del segundo aniversario de la 
Ley de Amparo de 2013, sus participantes coincidimos esencialmente —a 
mi parecer— en que algunos motivos genéricos y específicos de improce-
dencia, aunados a una visión reduccionista, obstaculizan la plena efectivi-
dad del juicio de amparo.6

3		 Sobre lo último y los problemas sociales que ha ocasionado, véase Magaloni, Ana Lau-
ra y Negrete, Layda, El Poder Judicial y su política de decidir sin resolver, México, CIDE, División 
de Estudios Jurídicos, documento de trabajo, núm. 1, 2001, pp. 14-20, disponible en: http://
bit.ly/2cCECMU.

4		 Ferrer Mac-Gregor, Eduardo y Sánchez Gil, Rubén, El nuevo juicio de amparo. Guía de la 
reforma constitucional y la nueva Ley de Amparo, México, Porrúa-UNAM, 2013, pp. 26-29.

5		 Zaldívar Lelo de Larrea, Arturo, Hacia una nueva Ley de Amparo, México, UNAM, Insti-
tuto de Investigaciones Jurídicas, 2002, p. 133.

6		 Parra Trujillo, Eduardo de la et al., “¿Quién teme a la nueva Ley de Amparo?”, El 
Mundo del Abogado, México, año 17, núm. 193, mayo de 2015, pp. 6-15.
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351LA IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO

Es indudable que el artículo 25.1 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos alude a nuestro juicio de amparo cuando habla de un 
recurso judicial “sencillo y efectivo” para proteger los derechos más básicos 
de las personas.7 Desde el punto de vista de la jurisprudencia interamericana, 
dada la finalidad de este proceso, esto impone un deber reforzado de obser-
var en el juicio de amparo las garantías de una tutela judicial efectiva.8 Entre 
estas destaca el derecho fundamental de acceso a la justicia, en función del 
cual debe interpretarse y aplicarse lo relativo a la improcedencia, con una 
perspectiva que favorezca el ejercicio del juicio de amparo removiendo los 
obstáculos injustificados que se le oponen.9 En el desarrollo de este proceso 
constitucional ha de tenerse particular cuidado de satisfacer los requerimien-
tos de aquel valor,10 y con mayor razón cuando se trate del acceso a la justi-
cia, la más importante de sus garantías, porque determina la posibilidad de 
que las otras puedan realizarse y, por ello, es decisivo para la efectividad del 
amparo y la garantía de los derechos sustantivos que él protege.11

Esta es la orientación general de este trabajo. No dejo de reconocer que 
por distintos motivos es incluso necesario establecer causas de improceden-
cia al juicio de amparo,12 pero afirmo resueltamente que debe mantenerse 
su carácter excepcional. 

En el presente estudio continúo mis reflexiones sobre este tema, el cual 
me ha ocupado por casi veinte años.13 Aquí preciso y aún rectifico algunas 

7		 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Masacre de Las Dos Erres vs. Guatemala, 
excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas, 24 de noviembre de 2009, § 107; Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, Tribunal Constitucional (Aguirre Roca, Rey Terry y Revoredo 
Marsano) vs. Perú, fondo, 31 de enero de 2001, § 91.

8		 En una larga serie de precedentes que va de Velásquez Rodríguez vs. Honduras, excepcio-
nes preliminares, 26 de junio de 1987, § 91; hasta por lo menos Cruz Sánchez y otros vs. Perú, 
excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, 17 de abril de 2015, § 346.

9		 Ferrer Mac-Gregor y Sánchez Gil, op. cit., pp. 164-168.
10		 Por su carácter comprehensivo, claridad conceptual y precisión, un estupendo pre-

cedente sobre este valor constitucional es “Tutela jurisdiccional efectiva y debido 
proceso. Cualidades de los jueces conforme a esos derechos fundamentales”, 
tesis I.3o.C.79 K (10a.), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, t. III, ju-
nio de 2015, p. 2470. Véase también Corte Interamericana de Derechos Humanos, Masacre 
de Las Dos Erres, cit., § 235.

11		 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Salvador Chiriboga vs. Ecuador, excepción 
preliminar y fondo, 6 de mayo de 2008, § 88.

12		 Incluso el procedimiento ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos prevé la 
posibilidad de que haya “excepciones preliminares”, no previstas en el Pacto de San José ni en el 
reglamento de dicho tribunal internacional. Corte Interamericana de Derechos Humanos, Escher 
y otros vs. Brasil, excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, 6 de julio de 2009, § 15.

13		 Desde mi tesis de licenciatura dirigida por el maestro Ignacio Burgoa Orihuela: El interés 
del quejoso en el juicio de amparo, Mérida, Universidad Autónoma de Yucatán, 1999; continuando 
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352 RUBÉN SÁNCHEZ GIL

ideas sostenidas anteriormente, y aunque no pretendo que sea definitivo, 
sí tengo la esperanza de que ayude a conocer mejor la improcedencia del 
juicio de amparo para ponerla al servicio de la Constitución, y no para con-
validar sus violaciones.

II. Acceso a la justicia y acción procesal

1. El derecho fundamental de acceso a la justicia

A. Tutela judicial efectiva

Actualmente, existe en México una importante —a mi parecer grave— inde-
terminación conceptual en torno a los derechos fundamentales procesales. En 
nuestra jurisprudencia parece que son sinónimos e intercambiables los con-
ceptos de “tutela judicial efectiva”, “acceso a la justicia” y “debido proceso”.14 
Tampoco la jurisprudencia interamericana es precisa al manejar estos dere-
chos: en ocasiones habla de “tutela judicial efectiva”, en otras del “acceso a la 
justicia” y en diversas oportunidades usa conjuntamente ambos conceptos.15

La jurisprudencia mexicana ya prácticamente abandonó el uso indiscri-
minado del arcaico derecho de “audiencia”,16 que se invocaba contra casi 
toda violación procesal.17 Sin embargo, aunque se aprecia mayor precisión 

con “El derecho de acceso a la justicia y el amparo mexicano”, Escritos procesales constituciona-
les, México, Porrúa-IMDPC, 2012, pp. 139-204, y con la compañía e influencia garantista 
de Ferrer Mac-Gregor, Eduardo y Sánchez Gil, Rubén, op. cit.

14		 Como el ejemplo más relevante, véase “Garantía a la tutela jurisdiccional 
prevista en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Sus alcances”, tesis 442, Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-
2011, t. I, p. 1491, y más recientemente: “Derecho al debido proceso. El artículo 
14 constitucional prevé dos ámbitos de aplicación diferenciados”, tesis 1a. 
CCLXXVI/2013 (10a.), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, t. 1, 
septiembre de 2013, p. 986.

15		 Véase, en particular, Bayarri vs. Argentina, excepción preliminar, fondo, reparaciones y 
costas, 30 de octubre de 2008, § 116. Sin embargo, la Corte Interamericana parece distin-
guir entre “acceso a la justicia” y “debido proceso”, conceptos que entiende “íntimamente 
ligado[s]”; entre los últimos precedentes que sostienen lo anterior, véase Osorio Rivera y familia-
res vs. Perú, excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, 26 de noviembre de 2013, 
§ 188.

16		 Nieva Fenoll, Jordi, Derecho procesal I. Introducción, Madrid, Marcial Pons, 2014, pp. 122, 
139 y 140.

17		 Un ejemplo relativamente reciente de la referencia a esta garantía, que ya lo ciñe a 
una extensión más apropiada es “Derecho de audiencia. El artículo 14 de la Cons-
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353LA IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO

en sus conceptos, estos se hallan aún lejos de alcanzar una exactitud sufi-
ciente para elaborar una dogmática que distinga las múltiples situaciones 
necesarias para que los tribunales actúen como garantes de los derechos de 
las personas. Es necesario entonces un modelo diferente para exponer los 
derechos fundamentales procesales.

A mi entender, la “tutela judicial efectiva” es un concepto de carácter 
fundamental y comprehensivo que da lugar a un gran número de derechos 
específicos en diversos grados, todos tendientes a lograr el fin último de 
que cualquier agravio jurídico sea determinado y reparado por un tribunal 
independiente e imparcial.18 En esta finalidad general puede resumirse el 
contenido de aquella. Los derechos integrantes de la tutela judicial efectiva 
corresponden según su naturaleza a las distintas etapas del proceso, y con 
una estrecha interdependencia, en cada una protegen posiciones jurídicas 
necesarias para lograr la óptima impartición de justicia, lo que puede suce-
der de modo sucesivo o transversal a lo largo del procedimiento.19

En este concepto tienen cabida, a su vez, derechos de índole secundaria 
y que poseen una extensión parcial; es decir, que abarcan un aspecto proce-
sal de amplitud variable mas nunca total. Asimismo, estos pueden confor-
marse por otros más específicos y subordinados. El mejor ejemplo es el “de-
bido proceso”, el cual es un concepto complejo obtenido por la interacción 
de diferentes derechos específicos,20 y el cual aunque podría regir casi la to-

titución Política de los Estados Unidos Mexicanos no impone al legislador 
el deber de ceñirse a un modelo procesal específico para su observancia”, tesis 
2a. LXXXVII/2012, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, t. 2, enero 
de 2013, p. 1685.

18		 González Pérez, Jesús, El derecho a la tutela jurisdiccional, 3a. ed., Madrid, Civitas, 2001; 
“Acceso a la justicia. Su salvaguarda por los órganos jurisdiccionales del Po-
der Judicial de la Federación implica que al conocer de los juicios de amparo 
garanticen que la pretensión del quejoso sea resuelta y, para ello, cuando 
decreten la improcedencia de la vía constitucional deben remitir el asunto 
a la autoridad que, conforme a la legislación aplicable, sea competente para 
resolverlo”, tesis III.3o.(III Región) 5 L, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Déci-
ma Época, t. 2, abril de 2012, p. 1664.

19		 “Tutela judicial efectiva. El tratamiento constitucional de ese dere-
cho debe ser igual para personas físicas y jurídicas”, tesis IV.2o.A.31 K (10a.), 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, t. 3, septiembre de 2013, p. 2701.

20		 “Auto de plazo constitucional. El juez debe limitarse a resolver la situa-
ción jurídica del inculpado, de acuerdo al contenido de la consignación, al 
carecer de facultades para determinar por sí mismo los hechos y la conducta 
atribuida mediante la revisión de la averiguación previa, si estas circunstan-
cias no fueron precisadas por el Ministerio Público al ejercer la acción pe-
nal”, tesis 1a./J. 66/2014, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, t. I, 
diciembre de 2014, p. 87.
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354 RUBÉN SÁNCHEZ GIL

talidad del procedimiento, no lo abarca enteramente —como sí hace el con-
cepto de “tutela judicial efectiva”, del cual representa sólo una parte—.21

Recientemente, la Suprema Corte de Justicia de la Nación dio un paso 
más hacia esta visión de la tutela judicial efectiva como un derecho humano 
complejo, integrado por diferentes vertientes. Las tres que en primer térmi-
no se desprenden de aquel concepto son tocantes a la etapa previa al jui-
cio, al procedimiento que se desarrolla para llegar a esta decisión final y la 
referente a la eficacia de la resolución final; dichas vertientes corresponden 
a los conceptos de “acceso a la justicia”, “debido proceso” y “ejecución de 
sentencia”.22 De estas tres vertientes principales, en particular de la segun-
da, derivarían a mi juicio por lo menos una docena de derechos fundamen-
tales procesales específicos, cada uno de los cuales sería relativo a un aspecto 
del procedimiento que resulta indispensable para lograr una tutela judicial 
efectiva en todos los sentidos.

Desde luego no es propósito de este trabajo desarrollar las ideas ante-
riores, sólo ponerlas de trasfondo. Me centraré, en adelante, en el derecho 
fundamental procesal que se relaciona directamente con la procedencia del 
juicio de amparo: el de acceso a la justicia.

B. Acceso a la justicia

Este derecho fundamental procesal puede definirse como “el derecho 
público subjetivo que toda persona tiene... para acceder de manera expe-
dita a tribunales independientes e imparciales, a plantear una pretensión o 
a defenderse de ella”.23 A pesar de todas las confusiones en que la inexacta 
terminología jurisprudencial nacional e interamericana han incurrido, es 
obvio que del inmediato significado de esta expresión, el ámbito protegi-
do por este derecho sólo abarca la extensión mencionada. Se trata de la 

21		 “Acceso a la impartición de justicia. Las garantías y mecanismos conte-
nidos en los artículos 8o., numeral 1 y 25 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, tendentes a hacer efectiva su protección, subyacen en el 
derecho fundamental previsto en el artículo 17 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos”, tesis VI.1o.A. J/2 (10a.), Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, t. 2, agosto de 2012, p. 1096.

22		 “Derecho fundamental de acceso a la jurisdicción. Su contenido especí-
fico como parte del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva y su compati-
bilidad con la existencia de requisitos de procedencia de una acción”, tesis 1a. 
CXCIV/2016 (10a.), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, t. I, julio 
de 2016, p. 317. Sobre las etapas del proceso véase Gómez Lara, Cipriano, Teoría general del 
proceso, 8a. ed., México, Harla, pp. 294 y 295.

23		 “Garantía a la tutela jurisdiccional...”, cit.
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355LA IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO

facultad de los gobernados a “ingresar” a los órganos jurisdiccionales para 
obtener de ellos la tutela de sus derechos y no quedar indefensos ante su 
desconocimiento.24

Desde su sentido estricto tradicional, el acceso a la justicia es un derecho 
de naturaleza adjetiva, pues no protege directamente un interés sustantivo de 
las personas, sino la posibilidad de tener una vía jurisdiccional para reivindi-
carlos.25 Pero —y aquí ampliaré una idea que sostuve con anterioridad—,26 
antes que caracterizarlo como un derecho de “segunda categoría”, su mismo 
contenido otorga al acceso a la justicia una dimensión efectivamente sustan-
tiva27 y lo convierte en el derecho “más fundamental” de todos, puesto que 
el cumplimiento de ningún derecho estaría asegurado de no haber modo 
por el cual remediar su violación.28 Quedó claro desde hace mucho que 
son cosas distintas, pero debemos reconocer que el acceso a la justicia es 
concomitante a la realización del derecho sustantivo que la acción tiene por 
objeto.

Como todos los derechos fundamentales procesales, el acceso a la justi-
cia tiene tantas perspectivas como posiciones jurídicas haya en el proceso.29 
Evidentemente, dado el tema específico del presente trabajo, aquí interesa 
especialmente la relativa a la parte actora.

Puede decirse que al derecho de acceso a la justicia se halla estrecha-
mente vinculado con un principio general y abstracto de no indefensión 
—según nuestra atrevida nomenclatura—, que determinaría la interpreta-

24		 Es particularmente claro el texto del artículo 24.1 de la Constitución Española: “To-
das las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el 
ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún momento, pueda producirse indefen-
sión” (énfasis añadido).

25		 Carbonell, Miguel, Los derechos fundamentales en México, México, CNDH-UNAM, Insti-
tuto de Investigaciones Jurídicas, 2004, p. 726.

26		  “El derecho de acceso...”, cit., p. 153.
27		 Chiovenda, Giuseppe, Instituciones de derecho procesal civil, trad. de Emilio Gómez Or-

baneja, La Mesa, B.C., Cárdenas, 1989, vol. I, pp. 29 y 32 (“la acción asume la función de 
representar este otro derecho [sustantivo]” [cursivas en el original]).

28		 Cappelletti, Mauro y Garth, Bryant, El acceso a la justicia. La tendencia en el movimiento 
mundial para hacer efectivos los derechos, trad. de Mónica Miranda, México, Fondo de Cultura 
Económica, 1996, pp. 12-13, y “Amparo indirecto. Procede contra la resolución 
que confirma el auto que previene al actor para que elija una de las preten-
siones hechas valer en la demanda, por estimar que son contrarias o contra-
dictorias, con el apercibimiento de desecharla”, tesis 1a./J. 6/2014 (10a.), Semana-
rio Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, t. I, marzo de 2014, p. 484.

29		 “Derecho al debido proceso. El artículo 14 constitucional prevé dos 
ámbitos de aplicación diferenciados”, tesis 1a. CCLXXVI/2013 (10a.), Semanario Ju-
dicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, t. I, septiembre de 2013, p. 986.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/0AMMFv

DR © 2017.  
Instituto de Investigaciones Jurídicas - UNAM



356 RUBÉN SÁNCHEZ GIL

ción y aplicación de las normas procesales de modo que, en máxima medi-
da, las demandas de las personas ante órganos jurisdiccionales sean aten-
didas y resueltas, pues la falta de atención a ellas podría suponer que la 
violación de un derecho adquiera firmeza y sea imposible restablecer el or-
den jurídico. De este principio pueden a su vez derivarse dos subprincipios 
más concretos: el de inclusión y el llamado pro actione.

El subprincipio de “inclusión”, derivado del principio de no indefensión, 
implica que ningún conflicto de carácter jurídico puede estar sin alguna vía 
jurisdiccional por la cual se pueda resolver, dado que “[l]a sustracción de 
la Jurisdicción del conocimiento de cualquier tipo de litigio comportaría un 
atentado al derecho”.30 Lo anterior, también se relaciona con la prohibición 
general de autotutela sobre si el orden jurídico nos impidiera reclamar de 
manera autónoma nuestro derecho, pero sin otorgarnos un procedimiento 
por el cual solicitar a los tribunales su protección, estaría permitiendo que 
su violación quede sin reparación o sanción; con la consiguiente afectación 
de la dignidad humana de su titular y haciendo nugatorias —al menos para 
ese caso concreto— las disposiciones jurídicas correspondientes. Sería ab-
surdo que el propio orden jurídico admitiera —cruzándose de brazos— la 
posibilidad de que se consume alguna infracción a sus disposiciones.

El subprincipio pro actione es una manifestación procesal del principio 
pro homine que postula una interpretación amplia de los derechos fundamen-
tales, en aras de su máxima efectividad.31 Para la administración de justicia 
esto significa interpretar y aplicar las normas procesales para favorecer la 
procedencia de las instancias correspondientes.32

C. Restricción del acceso a la justicia

Como todos los derechos, el de acceso a la justicia no es absoluto, es 
perfectamente posible que el legislador limite su ejercicio.33 La cuestión a 

30		 González Pérez, Jesús, op. cit., p. 70.
31		 “Amparo directo. Procede sin necesidad de agotar el recurso de apela-

ción previsto en el artículo 1339 del Código de Comercio cuando se deman-
dan prestaciones tanto de cuantía determinada como indeterminada”, tesis 
I.3o.C.85 K (10a.), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, t. III, mayo de 
2015, p. 2105.

32		 Gil-Robles, Álvaro, Los nuevos límites de la tutela judicial efectiva, Madrid, CEC, 1996, p. 101. 
33		 “Acceso a la justicia. Sólo el legislador puede imponer plazos y térmi-

nos para el ejercicio de los derechos de acción y defensa ante los tribunales”, 
tesis 1a. LV/2004, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XIX, mayo 
de 2004, p. 511.
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este respecto es dónde trazar la línea que a su vez restrinja las atribuciones 
legislativas para limitar este derecho fundamental.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación sentó en jurisprudencia 
vinculante que el instrumento para determinar si está justificada la restric-
ción de un derecho fundamental es un examen basado en el principio de 
proporcionalidad, según el cual dicha limitación sólo será legítima cuando 
sea estrictamente indispensable para lograr un fin legítimo. La aplicación 
del principio de proporcionalidad para estudiar la validez de restricciones a 
un derecho fundamental requiere analizar si el límite correspondiente per-
sigue un fin legítimo; pero, además, si resulta idóneo, necesario, y razonable 
o ponderado a su respecto. No basta que el legislador persiga un objetivo 
plausible para justificar el menoscabo de un derecho fundamental; también 
tiene que ajustarse estrechamente a él.34

Respecto del derecho fundamental de acceso a la justicia el máximo tri-
bunal ha determinado, asimismo, que el principio de proporcionalidad sea 
piedra de toque de sus restricciones. De hecho, este uso específico de dicho 
principio se estableció cuando se comenzó a utilizar en México. A este pro-
pósito la Suprema Corte señaló que “el derecho a la tutela judicial puede 
conculcarse por normas que impongan requisitos impeditivos u obstaculiza-
dores del acceso a la jurisdicción, si tales trabas resultan innecesarias, excesivas 
y carentes de razonabilidad o proporcionalidad respecto de los fines que lícitamente 
puede perseguir el legislador”.35

Esta posición sobre la restricción del acceso a la justicia también es asu-
mida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en una jurispru-
dencia muy reiterada:

34		 Acerca de la reciente consolidación en México del principio de proporcionalidad de 
acuerdo con la jurisprudencia de la Suprema Corte —sobre todo la acción de inconstitucio-
nalidad 2/2014— y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, véase Sánchez Gil, 
Rubén, “Nuevos apuntes sobre el principio de proporcionalidad”, Revista del Centro de Estudios 
Constitucionales, México, año I, núm. 1, julio-diciembre de 2015, pp. 157-164.

35		 “Garantía a la tutela jurisdiccional...”, cit. Entre precedentes recientes que 
reiteran la esencia de este criterio, véanse “Derecho fundamental...”, cit.; “Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. El artículo 39, párrafo segundo, 
de su reglamento interior, en su texto anterior a la reforma publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 25 de junio de 2013, viola el derecho a la 
tutela jurisdiccional”, tesis 2a./J. 170/2013, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, t. II, febrero de 2014, p. 1432, y “Tutela judicial efectiva. La resolu-
ción judicial que desecha la demanda o la que la tiene por no presentada por 
incumplir con las formalidades y los requisitos establecidos en sede legisla-
tiva, respeta ese derecho humano”, tesis 1a. CCXCIII/2014 (10a.), Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Décima Época, t. I, agosto de 2014, p. 535.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/0AMMFv

DR © 2017.  
Instituto de Investigaciones Jurídicas - UNAM



358 RUBÉN SÁNCHEZ GIL

...los Estados no deben interponer obstáculos a las personas que acudan a los 
jueces o tribunales con el fin de que sus derechos sean determinados o prote-
gidos. Cualquier norma o práctica del orden interno que dificulte el acceso de 
los individuos a los tribunales, y que no esté justificada por las razonables necesi-
dades de la propia administración de justicia, debe entenderse contraria al precitado 
artículo 8.1 de la Convención (Americana sobre Derechos Humanos).36

2. El derecho de acción procesal

El concepto de “acción” fue objeto de una acalorada discusión entre 
los procesalistas durante los siglos XIX y XX. No tiene caso reiterar aquí, 
ni siquiera de modo resumido, el curso de este prolijo debate que puede 
consultarse en cualquier manual de teoría general del proceso.37 Con eclec-
ticismo, de él puede sacarse en claro que dicho concepto alude al derecho 
subjetivo de hacer valer una posición jurídica ante un órgano jurisdiccional 
requiriéndole que resuelva un proceso conforme a ella, al que es correlativo 
el deber de dicho órgano de emitir un pronunciamiento a su respecto.38

Como sucedió con los demás derechos fundamentales procesales res-
pecto de diversos conceptos y principios procesales,39 el acceso a la justicia 
es la manifestación constitucional y convencional del derecho de acción, 
tanto por lo que respecta al planteamiento de la pretensión como al de su 
resistencia. No obstante, ambos derechos casi siempre se han relacionado 
con la facultad de iniciar un procedimiento para reivindicar un supuesto 
agravio jurídico.

Desde hace décadas un sector de la doctrina procesal —que incluiría a 
Chiovenda—40 ha sostenido la “dualidad de la pertenencia de la acción”, 

36		 Tiu Tojín vs. Guatemala, fondo, reparaciones y costas, 26 de noviembre de 2008, § 95.
37		 Señalando que la importancia práctica de esta cuestión, en especial para nuestro juicio 

de derechos fundamentales, radica en que de su respuesta depende la solución de distintos pro-
blemas fundamentales. Fix-Zamudio, Héctor, El juicio de amparo, México, Porrúa, 1964, p. 100.

38		 Este concepto de “acción” coincide esencialmente con el de Chiovenda: “Poder jurídi-
co de dar vida a la actuación de la voluntad de la ley”. Chiovenda, Giuseppe, op. cit., pp. 26-
36. Véase, también, “Acción, derecho sustantivo como elemento de la”, Semanario 
Judicial de la Federación, Séptima Época, vol. 23, séptima parte, p. 13. 

39		 Garberí Llobregat, José, Constitución y derecho procesal. Los fundamentos constitucionales del 
derecho procesal, Cizur Menor (Navarra), Aranzadi-Civitas-Thomson Reuters, 2009, p. 38 y 
Meléndez, Florentín, Instrumentos internacionales sobre derechos humanos aplicables a la administración 
de justicia. Estudio constitucional comparado, México, Miguel Ángel Porrúa-Cámara de Diputa-
dos-Fundación Konrad Adenauer, 2004, pp. 44 y 45.

40		 Chiovenda, Giuseppe, op. cit., p. 30 (definiendo la acción que corresponde al deman-
dado como el derecho a pedir la actuación negativa de la ley por una demanda de la que se 
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que niega su correspondencia exclusiva con la instancia de una pretensión 
stricto sensu; es decir, con la “actuación positiva de la ley”, como diría el re-
ferido procesalista italiano.41 Quienes sostienen esta posición señalan que 
“en realidad la acción tiene dos titulares”; afirman que la diferencia en su 
respectivo ejercicio es meramente cronológica, pues ambos se dirigen “al ór-
gano jurisdiccional para recabar de él un pronunciamiento de fondo”, y re-
saltan que “esta idea... explica una serie de instituciones procesales”, como 
la impugnación y la apelación adhesiva.42 Aunque veo la conveniencia de 
esta idea por su vínculo con los alcances reconocidos al acceso a la justicia, 
me parece que hay varias precisiones que hacerle —también referentes a di-
cho derecho fundamental—: 1) en realidad, deberíamos hablar de una “plu-
ralidad” en la titularidad del derecho de acción/acceso a la justicia, pues 
no es insólito que en los procesos haya terceros que sostengan posiciones 
jurídicas propias, como el tercero interesado en el juicio de amparo;43 2) la 
intervención de las partes no se limita a pedir un pronunciamiento de fondo, 
ya que las contrapartes del actor podrían instar precisamente lo contrario, 
como cuando la autoridad o el tercero interesado plantea la improcedencia 
del juicio de amparo. De esta manera, el derecho de acción procesal sería 
sinónimo del ius postulandi, y tiene una manifestación constitucional en el 
derecho fundamental de acceso a la justicia.

Al adquirir esta posición superior en el ordenamiento, la acción proce-
sal se rige por la lógica de los derechos fundamentales. Su máximo rango 
jerárquico le garantiza inmunidad frente al legislador —quien sólo puede 
regularlo con ciertos límites— y los operadores jurídicos. Asimismo, como 
señaló la Suprema Corte, la aplicación de dicho derecho se halla en la ne-
cesidad de asegurar su goce “en los más amplios términos” y de que “[sus] 
limitaciones... sean concebidas restrictivamente”.44

En años recientes, Jordi Nieva Fenoll ha insistido en la inutilidad del 
concepto de “acción”. Para ello, replica a las distintas posiciones desde las 
cuales se ha visto el derecho de acción como: 1) el acto que da inicio al pro-

afirma su ausencia de mérito; por ende, a esta instancia le correspondería la solicitud de la 
actuación positiva de la ley).

41		 Aceptando esta concepción que coincide esencialmente con la definición de “acción” 
antes señalada. Fix-Zamudio, Héctor, op. cit., pp. 101 y 102.

42		 Gómez Lara, Cipriano, op. cit., pp. 155-157.
43		 Hablando de distintos “terceros perjudicados”. Chiovenda, Giuseppe, op. cit., pp. 481-

485, particularmente la p. 483.
44		 “Igualdad. Casos en los que el juez constitucional debe hacer un escru-

tinio estricto de las clasificaciones legislativas (interpretación del artículo 
1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”, tesis 10, 
Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1817-2011, t. I, p. 827.
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ceso; 2) el concepto que explica el papel de las partes en él, y 3) el objeto 
del juicio. Señala en relación con las dos primeras —la última estamos de 
acuerdo en que ya se superó— que “no todos los procesos se inician a ins-
tancia de parte” y que aun si las partes no suministraran al juez “materiales 
para que emita su fallo”, él de todos modos estaría en condiciones —aun-
que no ideales— de ejercer su función. Teóricamente, dice este jurista, si el 
legislador así lo dispusiera tendríamos un proceso con las características in-
dicadas en que todavía podría ejercerse la jurisdicción, el cual no requeriría 
en absoluto el concepto de “acción”.45

No niego que la discusión sobre el concepto de “acción” en algún mo-
mento se volvió  bizantina; sin embargo, precisamente por su estrecha re-
lación con el juicio de amparo, considero que no es inútil este concepto ni 
lo es su estudio, pues ayuda a aclarar diversos aspectos prácticos de éste y 
otros procesos. Si bien, hipotéticamente el legislador podría establecer un 
“proceso” como el que según Nieva Fenoll, no requiere la “acción”; es de-
cir, la participación de las partes, muchos coincidiremos en que en tal caso 
no estaríamos ante un auténtico proceso en su concepto actual. La función ju-
risdiccional no se reduce hoy a resolver un litigio, sino a hacerlo mediante 
“proceso justo”, cuyas normas permiten alcanzar una respuesta “verdade-
ra” sobre las cuestiones jurídicas y fácticas debatidas,46 y para lo cual, es 
indispensable la participación de los interesados; no merece el nombre de 
“proceso” la composición que no se aviene con tales propósitos.47 Además, 
me parece importante el concepto de “acción” porque esclarece el origen y 
la naturaleza del “proceso”: no existen “partes” porque hay un “proceso”, 
sino que este tiene lugar porque hay personas a quienes se les ha reconocido 
la facultad de obrar en él.

Estoy, no obstante, de acuerdo con Nieva Fenoll, en las siguientes ideas 
que tienen particular importancia para el juicio de amparo y su improce-
dencia:

45		 Jurisdicción y proceso, Madrid, Marcial Pons, 2009, pp. 19-27, especialmente las pp. 21 
y 22. Dicho autor señala aquí que el concepto de “acción” no es en realidad “fundamental” 
como los de “jurisdicción” y “proceso”; sin embargo, en otras ocasiones ha hablado de su in-
utilidad esencialmente en función de los argumentos referidos en dicha oportunidad; Nieva 
Fenoll, Jordi, op. cit., p. 45.

46		 Sobre el proceso, sus garantías para una “decisión justa” y su dimensión epistémica. 
Taruffo, Michele, Proceso y decisión. Lecciones mexicanas de derecho procesal, trad. de Daniela Bochi-
chio et al., Madrid, Marcial Pons, 2012, pp. 47-70, 201-223 y 233-243, especialmente las pp. 
47 y 48, 59 y 237.

47		 Garberí Llobregat, José, op. cit., p. 308, y Montero Aroca, Juan, Principios del proceso 
penal. Una explicación basada en la razón, Valencia, Tirant Lo Blanch, 1997, pp. 29 y 30.
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...lo propio del Derecho procesal ha de ser crear un procedimiento sencillo en 
observancia del cual los procesos discurran con facilidad, siendo lo suficiente-
mente amplio y flexible como para poder atender cualquier tutela...

Lo que es menester en Derecho procesal es acoger cualquier tipo de pre-
tensión, y establecer un marco adecuado para que entre las partes y el juez 
pueda determinarse si la pretensión en cuestión está tutelada por el ordena-
miento jurídico...48

III. La improcedencia y el juicio de amparo

1. Concepto genérico de “improcedencia”

La improcedencia de un proceso consiste en la inviabilidad de que el tribunal 
analice y resuelva el litigio que se le plantea.49 Una de las mejores caracteri-
zaciones de esta figura, señaló Romeo León, corresponde a la “inexistencia 
de la acción procesal”, debido a la falta de actualización de alguno de sus 
elementos;50 si no concurren estos, el derecho de acción procesal simplemente 
no puede configurarse.

Particularmente, para el juicio de amparo, por mucho tiempo hemos 
seguido el planteamiento de Chiovenda sobre los “elementos” del derecho 
de acción;51 estos son especificados mediante la demanda como instancia 
inicial del proceso —en virtud de lo cual quizá se le haya identificado con la 
acción—.52 Dichos elementos son los siguientes:53

48		 Nieva Fenoll, Jordi, op. cit., pp. 26 y 27.
49		 Carranco Zúñiga, Joel, Juicio de amparo. Procedencia y sobreseimiento, 3a. ed., México, Por-

rúa, 2015, pp. 25 y 26.
50		 León Orantes, Romeo, El juicio de amparo (Ensayo doctrinal), México, Superación, 1941, 

p. 70: “La improcedencia en general, de todo recurso, juicio o procedimiento judicial de 
cualquiera naturaleza que sea, debe relacionarse única y exclusivamente con la inexistencia 
de la acción procesal; si la que se intenta legalmente es deficiente... porque le falte alguno de los 
requisitos esenciales, sin el cual no es posible jurídicamente su existencia; si en fin se puso en 
juego sólo la apariencia de un derecho que de momento hizo creer al Estado que se encon-
traba en la obligación de actuar en bien del particular que lo requería, pero que a la postre se 
ha determinado que aquel particular no tiene derecho a esa actuación... el recurso, el juicio 
o el procedimiento intentado, es improcedente...” (énfasis añadido). Góngora Pimentel, Ge-
naro, op. cit., p. 209.

51		 León Orantes, Romeo, op. cit., pp. 65-72 (reproduciendo numerosos párrafos de los 
Principios de derecho procesal civil [trad. española de la 3a. ed. italiana] del referido procesalista, 
de contenido similar a su obra referida aquí), y Burgoa Orihuela, Ignacio, El juicio de amparo, 
41a. ed., México, Porrúa, 2005, pp. 317-326.

52		 Como en la muy difundida definición de “acción” de Couture, Eduardo J., Introducción 
al estudio del proceso civil, 2a. ed., Buenos Aires, Depalma, 1978, p. 19: “Poder jurídico del actor 
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a)	 Sujetos. Los sujetos del proceso son dos: activo y pasivo. Al primero le 
corresponde el poder de obrar ante el órgano jurisdiccional exigien-
do el desempeño de su función; el segundo, es aquel frente al cual 
corresponde dicho poder.53

b)	 Causa. Según Carnelutti, jurista italiano, la causa consiste en “un es-
tado de hecho y de derecho que es la razón por la cual corresponde 
una acción”. Por lo general se divide en dos elementos: una relación 
jurídica entre sus sujetos que establece a favor del activo una deter-
minada posición frente a su contraparte, en la cual se traduce un 
interés del cual afirma que el ordenamiento protege a su favor54 (que 
Burgoa llama “causa remota”), y una causa petendi (“causa de pedir” 
o “próxima”, como la denomina el mismo constitucionalista mexi-
cano) que Chiovenda define como “un estado de hecho contrario al 
derecho” (y la cual Burgoa especifica como un “suceso que provoca 
una contravención... a las condiciones y modalidades de la situación 
jurídica concreta”).55

c)	 Objeto. Este elemento consiste en el efecto al que tiende la actividad 
jurisdiccional que se provoca: “[n]o se puede ejercer la jurisdicción 
en el vacío sino que ha de estar referida a un objeto a través del cual 
cobra todo su sentido”.56 De modo inmediato, según Chiovenda, 
dicho objeto es la “actuación de la ley”; pero mediatamente con-

de provocar la actividad del tribunal... en último término, en su sentido más estricto y depu-
rado, es sólo eso: un derecho a la jurisdicción” (énfasis añadido).

53		 Chiovenda, Giuseppe, op. cit., p. 36.
54		 Carnelutti, Francisco, Sistema de derecho procesal civil, trad. de Niceto Alcalá-Zamora y 

Castillo y Santiago Sentís Melendo, Buenos Aires, Uteha, 1944, t. I, pp. 29 y 30; Corte In-
teramericana de Derechos Humanos, Castañeda Gutman vs. México, excepciones preliminares, 
fondo, reparaciones y costas, 6 de agosto de 2008, § 100-101; “Demanda. La falta de for-
malidad del documento base de la acción, no es causa para su desechamiento 
(legislación del Distrito Federal)”, tesis I.3o.C.1005 C (9a.), Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, diciembre de 2011, p. 3756; Feinberg, Joel, “La natu-
raleza y el valor de los derechos”, trad. de C.J. Follet y Laura E. Manríquez, en Platts, Mark 
(comp.), Conceptos éticos fundamentales, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Filosóficas, 
2006, p. 242: “Tod[a]s las pretensiones, hay que admitirlo, se plantean como justificadas, 
estén o no de hecho justificadas. Una pretensión cuya invalidez es admitida incluso por su 
propio reivindicador no es en ningún sentido una pretensión, sino una mera exigencia. El 
salteador de caminos, por ejemplo, exige el dinero de su víctima; pero difícilmente lo reclama 
como suyo por legítimo derecho”.

55		 Burgoa Orihuela, Ignacio, op. cit., p. 323.
56		 Nieva Fenoll, Jordi, op. cit., p. 23. En el mismo sentido: Burgoa Orihuela, Ignacio, op. 

cit., p. 445.
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siste en el bien a cuya adquisición se dirige dicha actuación legal.57 
Toda acción se encamina a conseguir esta actuación legal cuya di-
mensión “positiva” consiste en la pretensión del actor y la “negati-
va” en la resistencia del demandado: en materia penal sería entre 
otras la reclusión del delincuente; en la civil, reivindicar la propie-
dad de un bien inmueble, y en la constitucional, que nos interesa, 
restablecer el orden dispuesto por la ley fundamental y asegurar el 
goce de los derechos fundamentales.

La inexistencia de la acción por la ausencia de alguno de sus elemen-
tos impide desarrollar el proceso y, por supuesto, que este culmine con “la 
dicción del derecho sobre la cuestión de fondo”; el proceso —y en su caso, 
los procedimientos que lo componen— no puede ser instado o continuado 
por quienes carecen de “poder de obrar”.58 La falta de legitimación activa o 
pasiva, instar un procedimiento sin fundarlo en una situación jurídicamente 
tutelada o en una causa de pedir59 —salvo excepciones muy contadas—, o 
la imposibilidad material o jurídica de que cumpla su propósito, impiden 
que el derecho de acción se actualice y que resulte “improcedente” y, por 
ende, que también lo sea el procedimiento que busca impulsar. La impro-
cedencia no necesariamente está vinculada de modo directo con el objeto 
de la acción y del proceso que impulsa, pero sin duda el impedimento que 
constituye para el desarrollo del último evita que ambos realicen su fin co-
mún. La inexistencia de la acción hace improcedente su ejercicio, y, en con-
secuencia, el desarrollo del procedimiento que intenta impulsar.60

La improcedencia puede suscitarse en cualquier materia. La regulación 
de algunos procesos de alta complejidad técnica como el juicio de amparo o 
el contencioso-administrativo suelen relacionar una serie de causas que dan 
lugar a esta situación; pero la de otros procesos la soslayan, probablemente 
porque su actualización no es habitual en ellos. Pensemos, por ejemplo, en 
una demanda civil dirigida inicial y manifiestamente contra quien no es 
responsable de satisfacer la pretensión del actor; ¿no debería ser desechada 

57		 Chiovenda, Giuseppe, op. cit., pp. 26 y 27.
58		 Aunque no es claro su sentido, parece estar en contra: “Acción. Su improce-

dencia y la no justificación de sus elementos, son conceptos diversos”, tesis 
VI.2o.C. J/245, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XX, octubre 
de 2004, p. 1921.

59		 “Demanda de amparo. La ausencia total de conceptos de violación no 
motiva que el juzgador prevenga al quejoso”, tesis 734, Apéndice al Semanario Judicial 
de la Federación 1917-2011, t. II, p. 813.

60		 Burgoa Orihuela, Ignacio, op. cit., pp. 446 y 447.
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364 RUBÉN SÁNCHEZ GIL

desde el primer momento, como sucede en el juicio de amparo, por “noto-
riamente improcedente”?, ¿o debería tramitarse todo el proceso para que el 
juez, sólo al término del mismo, absuelva al demandado?

2. La improcedencia en el juicio de amparo

Hace casi un par de años, luego de que mencioné que impartiría una cla-
se sobre este tema, Alfonso Herrera García me señaló que no debería referir-
me a él como la “improcedencia” del juicio de derechos fundamentales, sino 
como “procedencia” a secas. A mí me pareció que este giro se debía a una 
intención eufemística —muy habitual en estos tiempos— de referirse a las 
cosas con una perspectiva positiva con el fin de promover una determinada 
postura ideológica. La visión de la fórmula propuesta por este admirado 
colega tenía, a mi juicio, la intención —que comparto cabalmente— de 
poner de relieve que debemos entender el juicio de amparo bajo la premisa 
de que la regla es su procedencia y su improcedencia una excepción que 
ha de restringirse al máximo posible.

Sin embargo, el planteamiento de Herrera García me inquietó mucho. 
Aparte de que no me entusiasman los eufemismos, mi duda radicaba pri-
meramente en que —por lo menos en el lenguaje habitual— hablar de la 
“procedencia” del juicio de amparo se reduce a aludir a los supuestos pre-
vistos en el artículo 103 constitucional y en el 1o. de su ley reglamentaria, es 
decir, básicamente señalar que este instrumento sirve para que un particular 
reclame la violación a sus “derechos humanos” por una autoridad. Pensé 
que expresarnos en términos “positivos” sobre el acceso al juicio de amparo 
poco dice en relación con supuestos en que pese a concurrir los elementos 
que estos preceptos consignan, se impide consumar el objeto de este proce-
so constitucional, como en los casos relacionados en la Constitución y en la 
Ley de Amparo que constituyen una larga nómina que todo abogado mexi-
cano (al menos una vez en la vida) ha tenido que estudiar.

Mi conclusión fue la siguiente: coloquialmente entendida y referida al 
contenido de las disposiciones precisadas, la “procedencia” se refiere sólo 
grosso modo a los elementos esenciales del proceso de amparo: la causa (remota 
y próxima), un gobernado y una autoridad, un “derecho humano” concul-
cado y, de modo implícito, a la búsqueda de reparación de este agravio. Pero 
la alta complejidad técnica que ha adquirido el juicio de amparo a lo largo 
de siglo y medio de existencia, por su uso generalizado en todas las materias 
jurídicas, ha hecho que poco a poco se admitan situaciones reiteradas en que 
por alguna razón deba negarse iniciar o continuar este proceso.
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La primera Ley de Amparo (1861) fue un ordenamiento brevísimo, de 
tan solo 33 artículos, ninguno de los cuales refería alguna hipótesis en que 
debiera negarse el trámite y la resolución de este proceso. La Ley de 1869 
contenía sólo un supuesto de improcedencia del juicio de amparo: contra 
resoluciones dictadas en “negocios judiciales” (artículo 8o.), protagonista de 
una de las más importantes fases de la evolución de este proceso.61 La regu-
lación de 1882 no hablaba aún de “improcedencia”, pero las fracciones de 
su artículo 35 —relativo al sobreseimiento— ya mencionaban tres hipótesis 
que hoy conocemos como “causales” de aquella figura.62 Fue el artículo 779 
del Código Federal de Procedimientos Civiles de 1897 el primero que in-
cluyó una relativamente extensa y meticulosa lista de hipótesis que impiden 
tramitar el juicio de amparo. Esta previsión continuó en los artículos 702 del 
mismo Código expedido en 1908, 43 de la Ley de Amparo de 1919, 73 de 
la expedida en 1936 y 61 de la vigente.63

De este vistazo se intuye que la relación de causas de improcedencia 
contenidas en la actual legislación de amparo ha sido fruto de su evolución 
histórica y de su creciente complejidad. Es notable el “salto” que sobre este 
tópico se produjo al pasarse de la Ley de 1869 a la de 1882 —que ya identi-
fica tres hipótesis específicas de restricción—. Pero es mayúsculo el ocurrido 
al pasarse de esta última legislación a la de 1897, la cual ya preveía nume-
rosos casos de improcedencia cuya configuración y contenido esencial se ha 
mantenido hasta nuestros días. No es extraño que esta transición se gestara 
en un periodo en que se generalizó el uso del juicio de amparo y ya era ob-
jeto de un empleo abusivo, como puso de relieve Emilio Rabasa.64

La diferencia entre la “procedencia” del amparo que preven los artícu-
los 103 constitucional y 1o. de su legislación reglamentaria, y la “improce-
dencia” a que se refiere el artículo 61 de la Ley de Amparo es sustantiva a 
mi parecer.

Salvo la falta de interés jurídico o legítimo que supone la inexistencia 
de sujeto legitimado para promoverlo, los demás supuestos son casos en los 
cuales efectivamente se actualizan los elementos del derecho de acción para 
promover el juicio de amparo, que señalan los preceptos mencionados en 

61		 González Oropeza, Manuel, “El amparo en negocios judiciales. El caso de Miguel 
Vega”, Anuario Mexicano de Historia del Derecho, México, vol. X, 1998, pp. 385-397.

62		 Cesación de efectos (duplicada en las fracciones III y IV), irreparabilidad y consen-
timiento del acto reclamado.

63		 Textos históricos consultados en Álvarez Montero, José Lorenzo, 150 años de legislación 
de amparo 1847-1997, Xalapa, Instituto Mexicano del Amparo, 1997; Burgoa Orihuela, Ig-
nacio, op. cit., pp. 492 y 493, y Carranco Zúñiga, Joel, op. cit., pp. 237-245.

64		 El artículo 14. Estudio constitucional, 6a. ed., México, Porrúa, 1993.
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366 RUBÉN SÁNCHEZ GIL

primer término, interpretados de un modo casi literal y totalmente aislado: 
un acto de autoridad que vulnera un derecho fundamental en perjuicio 
de un gobernado y que debería “repararse” de algún modo. Sin embar-
go, por alguna razón adicional —cuya justificación estaría por verse—, no 
contemplada en aquel supuesto básico, se proscribe tramitar este proceso 
constitucional.

Las “causales de improcedencia” se refieren a supuestos en donde no 
debe desarrollarse un juicio de amparo que en principio parece “proceden-
te”. Se trata de hipótesis excepcionales a esta procedencia general, que opone 
un obstáculo ajeno a los elementos esenciales del derecho de acción para 
que este proceso inicie o continúe su curso; ello podría estar justificado o no, 
pero eso en realidad es otra cuestión. En rigor, dichas causales no consisten 
en condiciones de admisibilidad —como sería el caso del interés jurídico o 
legítimo—, sino de situaciones en que el ordenamiento niega el curso de un 
proceso de amparo que presenta condiciones elementales para tener lugar.65

No encuentro un término más exacto y eficiente que “improcedencia” 
para referir este concepto; me parece que ni siquiera la denominación “re-
quisitos de admisibilidad” tiene esas calidades.66 Por eso concluyo que de-
bemos mantener esta categoría y su nomenclatura, al igual que la relación 
de hipótesis excepcionales —de ninguna manera lo discuto— al desenvol-
vimiento del juicio de derechos fundamentales, establecidas tanto por la 
Constitución como por la Ley de Amparo, que perfilan su naturaleza pro-
cesal y la función que cumple en el ordenamiento, sino que también contri-
buyen a impedir su abuso.67 

No obstante, como mostraré en las secciones posteriores, la necesidad 
de que existan causas de improcedencia en el juicio de amparo no significa 
que esta deba considerarse el punto de partida en el desarrollo de este pro-
ceso y, mucho menos, que dogmáticamente deba aceptarse su validez. La 
conveniencia del concepto de “improcedencia” radica en identificar hipóte-

65	 “	Procedencia del juicio de garantías. No depende de la voluntad del que-
joso, sino de que se surta alguna de las hipótesis previstas en la Ley de Am-
paro”, tesis II.3o.C.4 K, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, t. XII, 
noviembre de 2000, p. 883.

66		 Citando a Piero Calamandrei (Instituciones de derecho procesal civil según el nuevo Código, 
trad. de Santiago Sentís Melendo, 2a. ed., Buenos Aires, 1962, t. I, pp. 350 y 351); Fix-
Zamudio señala que el concepto de “improcedencia” es “en cierto sentido” equivalente a los 
de “inadmisibilidad” e “improcedibilidad”, Fix-Zamudio, Héctor, op. cit., p. 391.

67		 Un ejemplo de una regulación que permite un acceso exorbitante al juicio de amparo, 
que lo torna en instrumento de prácticas dilatorias mediante las cuales sistemáticamente se 
ocasionan graves violaciones a los derechos humanos, puede verse en Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, Masacre de Las Dos Erres, cit., § 107, 109-111, 117 y 119-121.
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367LA IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO

sis excepcionales al derecho de acceso al juicio de amparo, con el objeto de 
que estén precisamente definidas y su interpretación se dé en los términos 
más restrictivos posibles.  

3. Principios jurisprudenciales

A lo largo de sus diferentes épocas, la jurisprudencia ha elaborado un 
conjunto de “principios” relativos a la improcedencia del juicio de amparo. 
Se trata de directrices fundamentales para tratar esta figura, ampliamente 
conocidas, pero que sólo en pocas ocasiones se les ha intentado sistemati-
zar.68 Tales principios o al menos los más importantes a mi parecer, son los 
siguientes:

a) Orden público. A grandes rasgos, a reserva de su posible inconstitucio-
nalidad que luego trataré, las causas de improcedencia establecidas en la 
Constitución y en la Ley de Amparo supuestamente buscan salvaguardar 
importantes aspectos de la configuración de este proceso constitucional, ya 
sea porque se refieren a cuestiones estructurales del ordenamiento jurídico 
—como vedar que alguien revise una decisión del máximo tribunal—, re-
lativas a la naturaleza del juicio de derechos fundamentales —el principio 
de definitividad—,69 o de “política jurídica” —evitar el entorpecimiento del 
procedimiento penal o la inatacabilidad del juicio político—. Se supone 
que se establece una determinada causa de improcedencia en aras de estas 
importantes finalidades que no podrían dejar de cumplirse. Por eso se les 
atribuye el carácter de normas de orden público, por cuyo cumplimiento 
el juzgador de amparo debe velar oficiosamente, como dispone el artículo 
62 de la Ley de Amparo,70 y, por ende, de esta calidad se desprenden otras 
consideraciones.

En primer lugar, el estudio de la improcedencia debe lógicamente ser 
anterior al estudio de fondo. Si una de sus causas impidiera que se configu-
raran los elementos necesarios para instar el juicio de amparo, sería eviden-
te que el juzgador no estaría en condiciones de resolver la cuestión que se 

68		 Como en las relaciones elaboradas por Arámburu Mejía, Antonio, op. cit., pp. 253 y ss., 
y Carranco Zúñiga, Joel, op. cit., pp. 79 y 80.

69	 “	Improcedencia. Se actualiza en el juicio de amparo si el juzgador ad-
vierte que los efectos de una eventual sentencia protectora provocarían la 
transgresión de sus normas o principios rectores”, tesis 2a./J. 35/2012 (10a.), 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Segunda Sala,abril de 2012, t. II,  
p. 1059.

70		 “Acción. Estudio oficioso de su improcedencia”, tesis 144, Apéndice al Semanario 
Judicial de la Federación 1917-2011, t. V, p. 157.
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368 RUBÉN SÁNCHEZ GIL

le plantea.71 Con base en el principio de economía procesal, como muestra 
la práctica de la Suprema Corte y la de otros tribunales, debe preferirse el 
análisis de ciertas causales como la oportunidad de la demanda, cuya inme-
diata objetividad permite resolver más ágilmente sobre la procedencia del 
juicio de derechos fundamentales —lo que puede extenderse a otros proce-
sos como la controversia constitucional—.72

Otra directriz que se desprende de este principio señala que ante algún 
indicio de que se surte una causa de improcedencia, el juzgador tiene el de-
ber de recabar las pruebas necesarias para resolver sobre su actualización.73 
En realidad, esto es una manifestación particular del principio inquisitorio 
que prevé el artículo 75 de la Ley de Amparo,74 sólo enfatizada por la im-
portancia de acreditar la debida procedencia del juicio de derechos funda-
mentales.

Finalmente, otra regla ampliamente conocida que deriva de la carac-
terización de las causas de improcedencia del amparo como cuestiones de 
orden público es que puede determinarse su actualización prácticamente 
en todo momento.75 Algunas excepciones a esto son cuando haya causa-

71	 “	Improcedencia, causales de. En el juicio de amparo”, tesis 814, Apéndice al 
Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, t. VI, p. 553.

72		 Coello Cetina, Rafael, El amparo contra leyes tributarias autoaplicativas, México, Porrúa, 
2003, p. 37; “Improcedencia. Estudio preferencial de las causales previstas en 
el artículo 73 de la Ley de Amparo”, tesis 271, Apéndice al Semanario Judicial de la Federa-
ción 1917-2011, t. II, p. 293, e “Improcedencia. Cuándo es preferente el estudio de 
determinadas causales”, tesis III.2o.P.255P, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, t. XXXII, octubre de 2010, p. 3028.

73		 “Improcedencia del juicio de amparo. Ante la existencia de algún indicio 
de una causal de esa naturaleza, el juzgador debe indagar o recabar de oficio 
las pruebas necesarias para así estar en posibilidad de determinar fehaciente-
mente si opera o no esa causal”, tesis 262, Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 
1917-2011, t. II, p. 283; “Improcedencia del juicio de amparo. Si existen indicios 
de que se surte alguna de las causales relativas, corresponde al juez investi-
gar de oficio su actualización y al quejoso aportar pruebas para desvirtuar 
su existencia para demostrar la procedencia de su pretensión”, tesis I.3o.C.19 
K (10a.), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, t. III, abril de 2013, p. 
2163; “Improcedencia del juicio de amparo. Cuando se invoca como causal al-
guna de las fracciones del artículo 73 de la ley de la materia, sin expresar las 
razones que justifiquen su actualización, el juzgador deberá analizarla sólo 
cuando sea de obvia y objetiva constatación”, tesis 263, Apéndice al Semanario Judicial 
de la Federación 1917-2011, t. II, p. 284.

74		 Ferrer Mac-Gregor, Eduardo y Sánchez Gil, Rubén, op. cit., p. 200.
75		 Burgoa Orihuela, Ignacio, op. cit., pp. 491 y 492. Por ejemplo: “Sobreseimiento en el 

juicio de amparo. Los jueces de distrito están facultados para decretarlo valo-
rando pruebas documentales aportadas con posterioridad a la celebración de 
la audiencia constitucional de las que aparezca probada o sobrevenga una cau-
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369LA IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO

do estado la decisión sobre una determinada causa de improcedencia76 o 
se trate de ejecución —en la que el juzgador tiene un amplio margen de 
apreciación—.77 

En contrapartida, de ocurrir de modo evidente algún error del tribunal 
de primera instancia en virtud del cual se hubiera sobreseído o desechado el 
juicio de amparo, el órgano revisor está facultado a suplir la deficiencia de 
la queja y analizar esa irregularidad.78

sa de improcedencia”, tesis 2a./J. 25/2012, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Dé-
cima Época, t. 2, mayo de 2012, p. 1279; “Improcedencia del juicio de amparo. El Tri-
bunal Colegiado de Circuito está facultado para confirmar el desechamiento 
de la demanda por un motivo de improcedencia manifiesto e indudable diverso 
al invocado por el juez de distrito”, tesis 265, Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 
1917-2011, t. II, p. 286; “Improcedencia y sobreseimiento en el amparo. Las causales 
relativas deben estudiarse oficiosamente en cualquier instancia, independien-
temente de quién sea la parte recurrente y de que proceda la suplencia de la 
queja deficiente”, tesis I.7o.P.13 K, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Épo-
ca, t. XXXI, mayo de 2010, p. 1947; “Improcedencia. El último párrafo del artículo 
73 de la Ley de Amparo faculta al tribunal revisor a examinar de oficio una 
causal diversa a la invocada por el juez de distrito para desechar de plano la 
demanda de garantías”, tesis II.T.29 K, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, t. XXIV, octubre de 2006, p. 1389, e “Improcedencia del amparo indirecto. Si 
el juez de distrito advierte una causal puede sobreseer en el juicio al emitir 
una nueva resolución con motivo del recurso de revisión en que el Tribunal 
Colegiado de Circuito revocó la sentencia que aquél pronunció sobre el fon-
do del asunto y ordenó reponer el procedimiento”, tesis III.1o.T.Aux.4 K, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XXXII, septiembre de 2010, p. 1267.

76	 “	Improcedencia. Si el juez de distrito desestimó alguna de las causales, se 
requiere agravio en la revisión para reexaminarla”, tesis 277, Apéndice al Semanario 
Judicial de la Federación 1917-2011, t. II, p. 299, e “Improcedencia del juicio de amparo. 
El juzgador está impedido para examinarla con base en una causal que fue des-
estimada por el órgano revisor al conocer del recurso de queja interpuesto 
contra el auto inicial”, tesis I.1o.A.17 K (10a.), Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, t. II, junio de 2014, p. 1726.

77		 “Ejecución de sentencia. Debe privilegiarse el análisis de fondo antes 
que aplicar una causa de improcedencia porque existe interés social en que se 
ejecuten correctamente las resoluciones que constituyen la verdad legal, 
porque aquélla no está sujeta a los principios de preclusión y equilibrio pro-
cesal sino a prescripción”, tesis I.3o.C.57 C (10a.), Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, t. 3, noviembre de 2012, p. 1861, y “Cumplimiento de sentencias 
de amparo. Al analizar la procedencia de los recursos o medios ordinarios 
de defensa para impugnar aquél, previamente debe verificarse si se actualiza 
alguna causa de improcedencia, entre otras, las previstas en las fracciones 
XIII, XIV y XV del artículo 73 de la ley de la materia”, tesis VIII.5o.4 K, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XXVIII, septiembre de 2008, p. 1228.

78		 “Queja deficiente en la revisión. Debe suplirse cuando el tribunal ad 
quem advierte que en la sentencia de un juicio de amparo indirecto se cometió 
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370 RUBÉN SÁNCHEZ GIL

b) Naturaleza excepcional e interpretación restrictiva. Como todos los derechos 
fundamentales, el de acceso a la justicia goza de una primacía que hace 
considerar su pleno goce como la situación ordinaria que corresponde a 
todo gobernado, y su limitación como una excepción que en todo caso debe 
justificarse.79

Ha sido criterio constante de la Suprema Corte que a las causales de 
improcedencia corresponde una interpretación estricta.80 Lo anterior tiene 
diversas implicaciones: primeramente, requiere que una causa de improce-
dencia se desprenda claramente de una disposición constitucional o legal;81 
y, en segundo lugar, ello obliga a no aplicar extensivamente, por analogía, 
los correspondientes supuestos. Pero si bien es cierto lo anterior, se trata 
sólo de una visión parcial sobre la correcta interpretación de causales de 
improcedencia, máxime considerando el papel que hoy tiene la tutela judi-
cial efectiva como derecho humano protegido por el orden constitucional 
mexicano.

La interpretación de las causas de improcedencia no sólo debe mante-
nerse en los estrictos términos de las disposiciones de las que derivan, sino 
que, además, debe ser restrictiva. Hay una gran diferencia entre ambas clases 
de interpretación: la de carácter restrictivo no lleva sólo a mantener cier-
ta taxatividad en la aplicación de la improcedencia; en realidad, obliga a 
aplicar en su mínima expresión los supuestos que impidan el desarrollo del 

contra el quejoso una violación a las hipótesis normativas que regulan la 
procedencia del juicio constitucional”, tesis VI.2o.C. J/295, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XXVIII, agosto de 2008, p. 898.

79		 “Igualdad. Casos en los que el juez constitucional debe hacer un escru-
tinio estricto de las clasificaciones legislativas (interpretación del artículo 
1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”, tesis 10, 
Apéndice al Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 1817-2011, t. I, p. 827; “Garantías 
individuales”, Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, t. XXXIII, p. 1848, y “Ga-
rantías individuales”, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Quinta Época, t. XLV, 
p. 1533. Véase Nogueira Alcalá, Humberto, Teoría y dogmática de los derechos fundamentales, Mé-
xico, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2003, pp. 72-74.

80		 “Amparo, las causas de improcedencia del, son de estricta interpreta-
ción”, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Quinta Época, t. LXIII, p. 2215, e “Im-
procedencia del juicio de amparo. Las causales que la prevén deben interpre-
tarse de manera estricta, a fin de evitar obstaculizar injustificadamente 
el acceso de los individuos a dicho medio de defensa”, tesis 2a. CLVII/2009, 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XXXI, enero de 2010, p. 324.

81		 “Improcedencia del juicio de amparo. Interpretación de la fracción 
XVIII del artículo 73 de la ley de la materia, vigente hasta el 2 de abril de 
2013”, tesis 2a./J. 175/2013, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, t. II, 
enero de 2014, p. 1344, y Zaldívar Lelo de Larrea, Arturo, op. cit., p. 134.
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371LA IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO

amparo, buscando favorecer en el mayor grado posible la procedencia del 
juicio de derechos fundamentales. 

Esta es una posición de rancio abolengo en nuestro juicio de amparo, 
que puede remontarse a Silvestre Moreno Cora, y que la jurisprudencia 
moderna de la Suprema Corte avala con relativa claridad.82 Su implemen-
tación no está exenta de problemas, pero mínimamente este principio exige 
del juzgador de amparo, en particular en la actualidad, una actitud pro actio-
ne que proteja y promueva el acceso a este proceso constitucional.83

c) Acreditación fehaciente. Uno de los lineamientos más reiterados respecto 
de la improcedencia del juicio de amparo es que ésta debe estar plenamente 
acreditada y no inferirse con base en presunciones; criterio establecido en 
una jurisprudencia que data de 1957.84 Sin embargo, a este principio se ha 
introducido una variante sutil: en tiempos recientes se ha indicado que la 
improcedencia debe acreditarse de modo “fehaciente”.85

La diferencia es significativa, el primer criterio importaría exigir una 
prueba directa y plena de la causal correspondiente —lo que incluso se li-
mitaría a las documentales—,86 lo que no siempre es dable. Aunando a la 
exigencia de que no pueden emplearse pruebas indirectas —no otra cosa 
son las “presunciones”—, esto puede resultar en indefensión para las auto-
ridades y sobre todo los terceros interesados, ya que dispondría un estándar 
sumamente elevado, en ocasiones imposible de alcanzar. De algún modo 
este cambio de término atempera lo anterior, y creo que de una manera 
adecuada.

Una asignatura pendiente en México es reflexionar en torno a la prue-
ba. Sobre este tema se sostiene, actualmente, una perspectiva epistemo-
lógica mucho más elaborada que los rígidos parámetros a que estamos 
acostumbrados;87 aunque los tribunales mexicanos han avanzado hacia una 

82		 Sánchez Gil, Rubén, “El derecho de acceso...”, cit., pp. 174-178, e “Igualdad. Ca-
sos en los que el juez constitucional debe hacer un escrutinio estricto de 
las clasificaciones legislativas (interpretación del artículo 1o. de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos”, tesis 10, Apéndice al Semanario 
Judicial de la Federación 1817-2011, t. I, p. 827.

83		 “Acceso al juicio de amparo conforme al nuevo orden constitucional”, 
tesis I.3o.C.12 K, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, t. 3, septiembre 
de 2012, p. 1496.

84	 “	Improcedencia del amparo. debe probarse plenamente y no apoyarse en 
presunciones”, tesis 259, Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-2011, t. II, p. 281.

85	 “	Improcedencia del juicio de amparo. Ante la existencia...”, cit.
86		 Burgoa Orihuela, Ignacio, op. cit., p. 492.
87		 Gascón Abellán, Marina, La prueba judicial, México, Centro de Estudios Jurídicos Car-

bonell, 2015.
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372 RUBÉN SÁNCHEZ GIL

visión más moderna al respecto,88 falta que ello se difunda entre la comuni-
dad jurídica y que se fortalezca la argumentación realizada en este sentido.

El punto no es admitir una causa de improcedencia del juicio de am-
paro por cualquier razón, y, en este sentido, la exigencia de que su demos-
tración sea “fehaciente” impone un importante grado de certeza. En rea-
lidad, es muy discutible que en el proceso se dé la cabal averiguación de la 
“verdad”; la actividad probatoria se encamina a establecer solamente con 
probabilidad, por muy elevada que pueda ser, la ocurrencia de los hechos 
sometidos a debate.89 Precisamente a este ideal epistémico corresponde el 
parámetro señalado: implica que en general debe haber un alto grado de 
certeza sobre la actualización de la improcedencia, mas admite que podría 
no darse de modo absoluto; esta última calidad solamente debe exigirse en 
contadas ocasiones a las que me referiré en seguida. 

c) Determinación contradictoria (especialmente en audiencia constitucional). Por 
regla general, en la primera instancia del amparo indirecto las causas de 
improcedencia deben resolverse hasta la audiencia constitucional, previa 
posibilidad de que las partes argumenten a su respecto; en el amparo direc-
to o en la revisión, su decisión debe aguardar a la sesión correspondiente 
y la respectiva decisión del tribunal en pleno, luego de haberse agotado la 
oportunidad de las partes para alegar.90 

Casi totalmente en relación con el amparo indirecto y la audiencia 
constitucional la jurisprudencia ha construido casuísticamente este princi-
pio por el que siempre debe tramitarse la demanda de amparo cuando la 
improcedencia no sea notoria, es decir, que haya total certeza de que no se 
puedan expresar argumentos o aportar pruebas que la desvirtúen.91 Se ha 
elaborado un catálogo de motivos de improcedencia cuya resolución debe 
esperar hasta la señalada audiencia, por ejemplo: 1) la falta de interés jurí-
dico —y prima facie, con mayor razón lo mismo podría decirse respecto del 

88		 Por ejemplo: “Carga de la prueba. Su distribución a partir de los principios 
lógico y ontológico”, tesis 1a. CCCXCVI/2014 (10a.), Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Décima Época, t. I, noviembre de 2014, p. 706.

89		 Gascón Abellán, Marina, op. cit., p. 12.
90		 “Revisión en amparo directo. De no existir causa notoria de improceden-

cia, el desechamiento del recurso corresponde en exclusiva al tribunal en 
pleno o a las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, no a su presi-
dente o a los de sus Salas”, tesis 1a. CLXXIV/2006, Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Novena Época, t. XXIV, noviembre de 2006, p. 189.

91	 “	Demanda de amparo. De no existir causa de improcedencia notoria e in-
dudable, o tener duda de su operancia, el juez de distrito debe admitirla a 
trámite y no desecharla de plano”, tesis 2a. LXXI/2002, Semanario Judicial de la Fede-
ración y su Gaceta, Novena Época, t. XVI, julio de 2002, p. 448.
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373LA IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO

interés legítimo—,92 aunque sólo en términos generales;93 2) la naturaleza 
del acto de autoridad,94 y 3) la relación con un amparo anterior.95 

Sólo en caso de absoluta notoriedad de la improcedencia, cuando haya 
plena convicción de su actualización y de que nada podría desvirtuarla, es 
permitido resolver de plano a su respecto, antes de iniciar el procedimien-
to desechando la correspondiente demanda96 o en el transcurso del mismo 
fuera de la audiencia constitucional.97 Esta es una excepción al principio 
de contradicción imperante en el juicio de amparo como en cualquier otro 
proceso;98 se justifica por el hecho de que en tales condiciones sería inútil de-
morar la solución del asunto, y contravendría el artículo 17 constitucional.99

Para fortalecer el derecho de defensa del quejoso, el artículo 64, párra-
fo segundo, de la Ley de Amparo vigente, prevé dar vista al quejoso sobre 

92		 “Demanda de amparo. La falta de interés jurídico no es motivo manifies-
to e indudable de improcedencia que justifique su desechamiento”, Apéndice al 
Semanario Judicial de la Federación 1917-2011, tesis 1871, t. II, p. 2117. Sobre las complicaciones 
de esta hipótesis, véanse “Interés jurídico, afectación del. Debe probarse feha-
cientemente”, tesis 289, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, p. 309, y Arámburu 
Mejía, Antonio, op. cit., pp. 255-257.

93		 “Interés jurídico, falta de. Cuando lo que se reclama es la resolución 
dictada en un juicio político, procede desechar la demanda de amparo con 
apoyo en esta causal de improcedencia”, tesis XIV.2o.33 K, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, t. VII, abril de 1998, p. 758.

94		 “Auto inicial de trámite de la demanda de amparo. No es la actuación 
procesal oportuna para analizar si el acto reclamado proviene de una auto-
ridad para efectos del juicio de amparo”, tesis 2a./J. 54/2012, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, t. 2, julio de 2012, p. 929.

95		 “Amparo directo. No es motivo manifiesto de improcedencia para desechar 
la demanda, que el acto reclamado haya sido emitido en cumplimiento de una 
ejecutoria dictada en un diverso juicio de garantías, en la cual se otorgó la 
protección constitucional solicitada para efectos”, tesis 154, Apéndice al Semanario 
Judicial de la Federación 1917-2011, p. 173.

96		 “Desechamiento de la demanda de garantías. Causa de improcedencia 
manifiesta e indudable”, tesis 1879, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, t. II, 
p. 2125.

97		 “Sobreseimiento. Procede decretarlo fuera de la audiencia constitu-
cional, cuando se actualice una causal de improcedencia, manifiesta e induda-
ble”, tesis 404, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, t. II, p. 425.

98		 “Principios de contradicción e igualdad de armas previstos en el dere-
cho internacional de los derechos humanos. Rigen el procedimiento del jui-
cio de amparo indirecto”, tesis I.15o.A.2 K (10a.), Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, t. 3, julio de 2012, p. 2035.

99		 “Sobreseimiento. Procede decretarlo fuera de la audiencia constitu-
cional, cuando se actualice una causal de improcedencia, manifiesta e induda-
ble...”, cit.
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374 RUBÉN SÁNCHEZ GIL

una causal de improcedencia en determinadas condiciones. Este ha sido un 
precepto que ha sido objeto de una profusa producción jurisprudencial en 
los últimos años, que por su meticulosidad puede hasta calificarse de labe-
ríntica. En relación con el tema que ahora se trata hay, sin embargo, un pre-
cedente que indica que cuando la improcedencia es notoria es innecesario 
otorgar dicha oportunidad de defensa.100

e) Desestimación por íntima relación con el fondo. Un criterio que luego se trans-
mitió a la controversia constitucional —en la que a mi juicio se ha aplicado 
con frecuencia— y a la acción de inconstitucionalidad,101 apuntando a la 
existencia de un verdadero sistema procesal constitucional en nuestro país, 
es el que señala que en el juicio de amparo debe desestimarse una causa de 
improcedencia “íntimamente relacionada con el fondo del negocio”.102

El “fondo” de un proceso es la “materia” sobre la cual versa; en el jui-
cio de amparo consiste básicamente en “determinar si el acto reclamado en 
realidad es contrario o no a la Constitución”,103 es decir, si en efecto tutela la po-
sición del quejoso y si existió una contravención a dicha protección constitu-
cional. La relación entre una hipótesis de improcedencia y estas cuestiones se 
refiere entonces a la causa (remota y petendi) de la acción. Toda improceden-
cia que no pueda resolverse sin decidir sobre estos aspectos es una “íntima-
mente vinculada con el fondo”. Así, por ejemplo, la falta de legitimación del 
quejoso es una cuestión de improcedencia que (en principio) no está vincu- 
lada con el fondo del procedimiento; en cambio, si se alegara que no existe 
protección constitucional a la situación jurídica aducida, o que pese a estar 
tutelada no se contraviene este mandato, nos hallaremos ante una improce-
dencia que sí está íntimamente vinculada con el fondo.

La razón para desestimar una improcedencia íntimamente vinculada 
con el fondo es evitar una petición de principio. Si para afirmar que una 

100		 “Causales de improcedencia. Cuando se adviertan de oficio, alcances del 
artículo 64, segundo párrafo, de la Ley de Amparo, vigente a partir del 3 de 
abril de 2013”, tesis I.7o.T.9 L, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, 
t. IV, enero de 2014, p. 3031.

101		 “Controversia constitucional. Si se hace valer una causal de improce-
dencia que involucra el estudio de fondo, deberá desestimarse”, Apéndice al Se-
manario Judicial de la Federación 1917-2011, tesis 109, t. II, p. 4639, y Acción de inconsti-
tucionalidad. Si se hace valer una causal de improcedencia que involucra el 
estudio de fondo, deberá desestimarse”, tesis 76, Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, t. II, p. 4496.

102		 “Improcedencia del juicio de amparo. Si se hace valer una causal que in-
volucra el estudio de fondo del asunto, deberá desestimarse”, tesis 266, Semana-
rio Judicial de la Federación y su Gaceta, t. II, p. 287.

103		 Carranco Zúñiga, Joel, op. cit., pp. 25 y 26.
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375LA IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO

persona está facultada para promover un juicio de amparo, debe demos-
trarse que los derechos fundamentales no tutelan su interés o que el acto 
reclamado no afecta sus posiciones jurídicas constitucionalmente protegidas 
—la reclamación del derecho de petición es un ejemplo típico—, en reali-
dad se exige como requisito para iniciar el estudio del asunto lo que sólo 
puede concluirse al estudiarlo. Sin embargo, “desestimar” en este contexto 
de ningún modo significa otorgar la pretensión del quejoso; lo que este prin-
cipio dispone es simplemente que debe continuarse el trámite del amparo 
y posponer el examen de la actualización de la causa de la acción para la 
audiencia constitucional o la sesión del tribunal ad quem, es decir, la etapa 
procesal de juicio.104

IV. Inconstitucionalidad de causales

1. Control difuso de la legislación de amparo

Uno de los tópicos más relevantes que surgió en función de la reforma de 
derechos humanos, del 10 de junio de 2011, ha sido el de la regularidad de las 
disposiciones de la Ley de Amparo, en particular las correspondientes a sus 
causas de improcedencia.

Hasta entonces era una idea firmemente establecida que no podían 
cuestionarse dentro del mismo las disposiciones legales que regulan el jui-
cio de amparo —salvo quizá mediante un “excepcional” control difuso de 
la Suprema Corte—,105 y tampoco impugnarse la inconstitucionalidad de la 
actuación de sus juzgadores, quienes por decreto eran incapaces de violar 
garantías individuales.106 Pero a partir de la indicada reforma, y sobre todo 

104		 “Controversia constitucional. Si se hace valer una causal de improce-
dencia que involucra el estudio de fondo, deberá desestimarse...”, cit.

105		 “Revisión. Es improcedente cuando mediante ella se pretende impugnar 
la inconstitucionalidad de la Ley de Amparo aplicada en la sentencia recu-
rrida”, tesis P. XCVI/98, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. VIII, 
diciembre de 1998, p. 260, y “Amparo contra leyes. Es improcedente si se reclama 
la inconstitucionalidad de un precepto de la Ley de Amparo, aplicado por 
primera vez en perjuicio del gobernado en una sentencia dictada por un Tri-
bunal Colegiado de Circuito al resolver un juicio de amparo directo”, tesis 1a. 
XCVIII/2001, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XIV, diciembre 
de 2001, p. 185.

106		 “Agravios inoperantes. Lo son los que sostienen que los juzgadores de 
amparo violan garantías individuales, solamente en ese aspecto”, tesis 1125, 
Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-2011, t. II, p. 1272; “Agravios que sostie-
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376 RUBÉN SÁNCHEZ GIL

de la resolución del Pleno del máximo tribunal en el caso Radilla (varios 
912/2010),107 diversos tribunales colegiados de circuito ejercieron control 
difuso sobre la Ley de Amparo, específicamente sobre causas de improce-
dencia de este proceso.108 Por el carácter heteroaplicativo de las disposicio-
nes de este ordenamiento se vedó su impugnación directa dentro del juicio 
de amparo.109

Según la Primera Sala de la Suprema Corte, con la mencionada refor-
ma constitucional “se ha desvanecido el obstáculo técnico que impedía co-
nocer sobre [la] regularidad constitucional” de la Ley de Amparo, y siendo 
el control constitucional “un elemento transversal a toda función jurisdic-
cional”, el juzgador constitucional —más que cualquier otro por su posición 
de garante— está facultado para inaplicar las disposiciones irregulares de 
este ordenamiento.110 Por su parte, la Segunda Sala admitió la necesidad 
jurídica basada en “las reformas constitucionales en materia de derechos 
humanos y del juicio de amparo”, de impugnar dentro de los recursos de 
este proceso las disposiciones de su ley reglamentaria.111 

El Pleno culminó este desarrollo jurisprudencial señalando puntual-
mente que sí es posible ejercer control difuso sobre “las [disposiciones] 
contenidas en los ordenamientos que rigen el procedimiento del juicio de 

nen que los juzgadores de amparo violan garantías individuales. Deben aten-
derse cuando sustentan tal afirmación en la inexacta interpretación de las 
leyes aplicables”, tesis P. LI/99, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Épo-
ca, t. IX, junio de 1999, p. 9.

107		 Caso Radilla (Varios 912/2010), Diario Oficial de la Federación, 4 de octubre de 2011, 2a. 
sección, p. 69, § 30.

108		 El primero que se sistematizó fue “Control de convencionalidad ex officio. 
Los Tribunales Colegiados de Circuito, en el marco de su competencia, deben 
efectuarlo respecto de los preceptos de la Ley de Amparo”, tesis XVI.1o.A.T.1 K 
(10a.), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, t. 2, marzo de 2012, p. 1100.

109		 “Ley de Amparo. Es improcedente el juicio de garantías contra sus dispo-
siciones”, tesis I.1o.A.2 K (10a.), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, 
t. 3, septiembre de 2013, p. 2606.

110		 “Revisión en amparo directo. Requisitos para impugnar disposiciones de 
la Ley de Amparo a través de este recurso”, tesis 1a. CCXLI/2013, Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Décima Época, t. I, agosto de 2013, p. 745; “Control constitu-
cional de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sobre las disposiciones de 
la Ley de Amparo. Su resultado debe ser compatible con las competencias que 
estructuran al Poder Judicial de la Federación”, tesis 1a. CCXLIII/2013, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, t. 1, agosto de 2013, p. 742.

111		 “Revisión en amparo directo. La autoridad responsable a quien se impone 
en lo personal la multa conforme al artículo 260, fracción IV, de la Ley de 
Amparo, tiene legitimación para interponer aquel recurso y cuestionar la 
regularidad constitucional de ese precepto legal”, tesis 2a./J. 70/2015, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, t. II, mayo de 2015, p. 1309.
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377LA IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO

amparo”: la ley de la materia, la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Fe-
deración y el Código Federal de Procedimientos Civiles.112 A mi parecer, 
los amplios términos de este criterio permiten que el control difuso de estas 
disposiciones sea cabal, es decir, que no se restrinja a que se encauce por los 
recursos del procedimiento de amparo, sino que incluso los juzgadores de 
primera instancia puedan —y deban— ejercerlo en todo momento.

Como toda autoridad jurisdiccional, el juzgador de amparo está sujeto 
a la obligación ineludible de ejercer el control difuso, la cual “debe asumirse 
con puntualidad, responsabilidad y eficacia, y no evadirse, menos aún en 
casos en que expresamente un gobernado solicit[e] su ejercicio”.113

2. Examen específico de irregularidad

En lo que parece una reacción a la apertura del examen de constitucio-
nalidad de las disposiciones de la regulación del juicio de amparo, distintos 
tribunales han alegado —y con base en jurisprudencia interamericana— 
que la disposición de causales de improcedencia de este proceso es perfec-
tamente legítima, porque los Estados pueden disponer requisitos de admi-
sibilidad procesal. Ambas secciones de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, también haciendo eco del mismo tribunal internacional, compar-
tieron esa opinión.114 Pero es un grave desacierto validar colectivamente, de 
modo general, las causas de improcedencia procesal.

112		 “Control de regularidad constitucional ex officio. Los Tribunales Co-
legiados de Circuito deben ejercerlo sólo en el ámbito de su competencia”, 
tesis P. IX/2015, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, t. I, agosto de 
2015, p. 355.

113		 “Control de convencionalidad. Es una obligación ineludible de la auto-
ridad jurisdiccional ejercerlo, aun de oficio, cuyo incumplimiento vulnera 
el mandato constitucional de proteger y garantizar los derechos humanos 
y compromete la responsabilidad internacional del Estado mexicano en su 
conjunto”, tesis IV.2o.A. J/7, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, t. 
II, diciembre de 2013, p. 933.

114		 “Derecho fundamental a un recurso judicial efectivo. El hecho de que 
en el orden jurídico interno se prevean requisitos formales o presupues-
tos necesarios para que las autoridades de amparo analicen el fondo de 
los argumentos propuestos por las partes, no constituye, en sí mismo, una 
violación de aquél”, tesis 1a./J. 22/2014 (10a.), Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, t. I, marzo de 2014, p. 325; “Recurso judicial efectivo. El 
juicio de amparo cumple con las características de eficacia e idoneidad a la 
luz del artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos”, 
tesis 2a./J. 12/2016 (10a.), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, febrero de 2016, 
t. I, p. 763.
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378 RUBÉN SÁNCHEZ GIL

De que sea posible limitar el acceso a la justicia no se sigue que toda 
restricción sea válida. Es incorrecto tomar de modo absoluto una declara-
ción en aquel sentido, aunque sea a partir de un precedente que se expre-
se en tales términos.115 Mediante una elemental interpretación sistemática, 
deben considerarse otras afirmaciones jurisprudenciales —y aun constitu-
cionales y convencionales— que establecen límites a los límites que podrían 
imponerse al acceso a la justicia, y las cuales, en cambio, obligan a que los 
derechos fundamentales se menoscaben sólo de modo proporcionado, en 
medida estrictamente indispensable para lograr un fin legítimo, es decir, de 
manera idónea, necesaria y razonable a su respecto.116 

No todas las causas de improcedencia del juicio de amparo —o de cual-
quier otro proceso— son de la misma índole. Aunque puedan vincular-
se con “razonables necesidades de la propia administración de justicia”,117 
cada una se relaciona de distinta manera con este proceso, y esas diferencias 
deben tomarse en cuenta para estimar la validez de la correspondiente res-
tricción. Lo importante es valorar las circunstancias propias de la aplicación 
de dichas causales —y de otros preceptos con los que pudieran vincularse— 
y determinar en qué sentido y con qué gravedad afecta el acceso al juicio 
de amparo, para concluir si este amerita protección o no, según la compa-
ración de ambas posiciones.

Hay un punto crucial en el correspondiente examen de proporcionali-
dad relativo a esta cuestión: el acceso al juicio de amparo está reforzado. Este 
derecho no consiste en el ingreso a un proceso cualquiera, sino a uno explí-
citamente dispuesto por el artículo 103 constitucional y garantizado por los 
artículos 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 2.3, 
inciso a, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Este relieve 
constitucional y convencional, que identifica el juicio de amparo como el re-
curso sencillo y efectivo que los Estados deben establecer para garantizar los 
derechos fundamentales,118 manifiesta que este proceso tiene mayor grado de 
relevancia, el cual se exige, para justificar su improcedencia, sea mayor de lo 
“normal” la importancia de la realización del fin que ella persiga.119

115		 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Castañeda Gutman, cit., § 94.
116		 Ibidem, § 185 y 186.
117		 Tiu Tojín vs. Guatemala, fondo, reparaciones y costas, 26 de noviembre de 2008.
118		 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Masacre de Las Dos Erres vs. Guatemala, 

excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas, 24 de noviembre de 2009, § 107; Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, Tribunal Constitucional (Aguirre Roca, Rey Terry y Revoredo 
Marsano) vs. Perú, fondo, 31 de enero de 2001, § 91.

119		 Alexy, Robert, “La fórmula del peso”, trad. de Carlos Bernal Pulido, en Carbonell, 
Miguel (ed.), El principio de proporcionalidad y la interpretación constitucional, Quito, Ministe-
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379LA IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO

Otro punto de esta “ponderación” entre el fin que persiga la impro-
cedencia de que se trate y el acceso al juicio de amparo, es la materia sus-
tantiva, de fondo, que es objeto de este proceso constitucional. Es inexac-
to plantear que el conflicto se produce entre un determinado fin legítimo 
y el acceso a la justicia en abstracto. Este derecho fundamental procesal 
se produce para garantizar en determinadas circunstancias un derecho 
sustantivo;120 ambos se encuentran tan estrechamente ligados que negar la 
posibilidad de tutela a este derecho sustantivo es prácticamente negarlo.121 
En el juicio de amparo ocurre siempre esta relación entre su acceso y el 
derecho fundamental que se hace valer en él; sin dicha garantía judicial 
éste por lo menos carecerá de eficacia, si no es que incluso perdería su na-
turaleza jurídica.122 Tampoco podrían invocarse simultáneamente el acce-
so a la justicia y el derecho sustantivo con que se relaciona, porque “[los] 
principios acumulados no pueden ser substancialmente redundantes”, sino 
“materialmente diferentes”.123

Esto lleva a que el enfrentamiento de principios en estas condiciones 
se determine entre el bien jurídico sustantivo que persigue la restricción al 
acceso al juicio de amparo y el derecho fundamental sustantivo que se bus-
ca proteger mediante este proceso. Esta situación presenta distintas venta-
jas para las posiciones que sostengan ambos extremos. Es benéfica para la 
que defiende en el amparo un derecho fundamental de suma importancia 
—como la libertad personal—, porque este peso mayor elevará la apuesta 
usando su perspectiva, en lugar de la tocante al “simple” acceso a la justi-
cia. Mientras que para la posición contraria, sobre todo cuando se trate la 
irregularidad de disposiciones legales que establezcan alguna causal, ob-
tendrá la ventaja de un pronunciamiento a la medida en lugar de uno que 
de modo general invalide el correspondiente precepto, y con ello impida la 
protección de situaciones que la ameriten y que carezcan de afinidad con 

rio de Justicia y Derechos Humanos, 2008, pp. 23, 27 y 28, disponible en: http://bit.
ly/2c5bsKx.

120		 Nieva Fenoll, Jordi, op. cit.; Chiovenda, Giuseppe, op. cit.
121		 Chiovenda, Giuseppe, op. cit.; Cappelletti, Mauro y Garth, Bryant, op. cit.
122		 Kelsen, Hans, “La garantía jurisdiccional de la Constitución (la justicia constitucio-

nal)”, trad. de Rolando Tamayo y Salmorán revisada por Domingo García Belaunde, Revista 
Iberoamericana de Derecho Procesal Constitucional, México, núm. 10, julio-diciembre de 2008, pp. 
41 y 42. Burgoa Orihuela, Ignacio, op. cit., p. 478: “La restricción y la denegación de la 
procedencia del juicio de amparo implícitamente equivalen a la subversión de (los derechos 
fundamentales), desde el momento en que tácitamente sancionan y reconocen validez a las violaciones 
que contra ell[o]s se cometan (en los supuestos correspondientes), al negar y hacer improce-
dente el medio jurídico de su preservación” (énfasis añadido).

123		 Alexy, Robert, op. cit., p. 41.
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380 RUBÉN SÁNCHEZ GIL

el caso.124 En todo caso, este examen siempre contará con la guía de los 
precedentes que vayan definiendo con mayor precisión las condiciones de 
procedencia del juicio de amparo.125

La conclusión de lo anterior es que el análisis de la inconstitucionali-
dad de causales de improcedencia del juicio de amparo no debe darse de 
modo “global”; si así fuera, corren especial riesgo de quedar en indefensión 
los derechos fundamentales que tutela este proceso constitucional. Se re-
quiere un examen pormenorizado y casuístico, no sólo respecto de la causa 
de que se trate sino de la situación particular en que esta pretende actua-
lizarse, para que la relación entre el acceso a la justicia constitucional y el 
importante fin cuya satisfacción requiera limitarlo encuentren una relación 
adecuada. Esto sólo puede suministrarlo el examen de proporcionalidad 
que tanto el máximo tribunal como la justicia interamericana han señala-
do como la herramienta idónea para delimitar los alcances de los derechos 
fundamentales.

3. Ejemplo paradigmático

Un ejemplo que ilustra los puntos esenciales que expuse es la improce-
dencia del amparo contra resoluciones dictadas en juicio político local.126 
Reflejando el último párrafo del artículo 110 constitucional, según el cual 
“Las... resoluciones de las Cámaras de Diputados y Senadores [dictadas en 
juicio político] son inatacables”, el artículo 61, fracción VII, de la Ley de 
Amparo, establece que este proceso es inviable contra decisiones del Con-
greso de la Unión en dicha materia. Pero, asimismo, este precepto legal dis-
pone la misma improcedencia en casos relativos a la “remoción de funcio-
narios en los casos en que las Constituciones correspondientes les confieran 
la facultad de resolver soberana o discrecionalmente”.

Tradicionalmente, se ha concebido el juicio político como un proce-
dimiento que culmina con una decisión discrecional sobre la destitución y 

124		 Probablemente a través de una resolución que declare la “invalidez parcial sin reduc-
ción textual” de la correspondiente disposición. Ferrer Mac-Gregor, Eduardo y Sánchez Gil, 
Rubén, Efectos y contenidos de las sentencias en acción de inconstitucionalidad. Análisis teórico referido al 
caso “Ley de Medios”, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2009, pp. 55-60.

125		 “Conflictos que involucran derechos fundamentales. Su resolución 
jurídica”, tesis P. XII/2011, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. 
XXXIV, agosto de 2011, p. 23, y Bernal Pulido, Carlos, “El precedente y la ponderación”, 
en Martínez Verástegui, Alejandra (coord.), La Constitución como objeto de interpretación, México, 
CECSCJN, 2016, p. 122.

126		 Ferrer Mac-Gregor, Eduardo y Sánchez Gil, Rubén, op. cit., pp. 176-181.
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381LA IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO

la inhabilitación de un alto funcionario.127 La primera de dichas sanciones 
corresponde claramente a la “remoción” contra la cual el juicio de amparo 
es improcedente.

Procede establecer un primer punto: el carácter excepcional y restrictivo 
en la aplicación de las causales de improcedencia. Si el acto que se pretende 
reclamar fuera la resolución de un juicio político del orden federal, estaría-
mos ante un caso notoriamente improcedente, porque su inatacabilidad es 
una restricción expresa al acceso a la justicia, por lo que contra esa cali-
dad tampoco puede alegarse su inconvencionalidad.128 Sin embargo, esta 
inatacabilidad no puede llevarse por analogía a los juicios políticos locales, 
pues se le debe interpretar en términos estrictos y aun restrictivos; no puede 
pensarse que el Constituyente otorgó esa calidad a estos procedimientos, 
porque no se refirió a ellos al hablar exclusivamente de “las Cámaras de 
Diputados y Senadores”. En tal virtud, si bien en el ámbito doméstico nada 
puede hacerse respecto de la improcedencia del amparo contra el juicio po-
lítico federal, este privilegio no se extiende al de orden local que destituye a 
un servidor público.129

A mi parecer, en todo juicio político deben respetarse garantías sustan-
tivas y procesales, análogas a las elaboradas en materia penal.130 Aunque 
podría discutirse la vigencia de las primeras, ninguna duda puede caber 

127		 “Juicio político. La resolución dictada por el Tribunal Superior de Jus-
ticia de un Estado, actuando como jurado de sentencia, constituye un acto 
de naturaleza política, por lo que se actualiza la causal de improcedencia 
establecida en la fracción VIII del artículo 73 de la Ley de Amparo”, tesis 314, 
Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-2011, t. II, p. 334.

128		 “Derechos humanos contenidos en la Constitución y en los tratados 
internacionales. Constituyen el parámetro de control de regularidad con-
stitucional, pero cuando en la Constitución haya una restricción expresa al 
ejercicio de aquéllos, se debe estar a lo que establece el texto constitucio-
nal”, tesis P./J. 20/2014 (10a.), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, 
t. I, abril de 2014, p. 202; “Conceptos de violación inoperantes en el amparo di-
recto. Son los que plantean la inconvencionalidad de un precepto constitu-
cional”, tesis 2a. LXXIV/2012 (10a.), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, t. 3, octubre de 2012, p. 2034.

129		 La inhabilitación no debería suscitar cuestión alguna de procedencia, pues no es un 
supuesto explícitamente previsto en la fracción VII del artículo 61 de la Ley de Amparo que, 
como señalé, debe interpretarse de modo restrictivo, y de ninguna manera extenderse por 
analogía.

130		 “Derecho administrativo sancionador. Para la construcción de sus pro-
pios principios constitucionales es válido acudir de manera prudente a las 
técnicas garantistas del derecho penal, en tanto ambos son manifestaciones 
de la potestad punitiva del Estado”, tesis 941, Apéndice al Semanario Judicial de la Federa-
ción 1917-2011, t. I, p. 2222.
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382 RUBÉN SÁNCHEZ GIL

para afirmar la de las segundas por los contundentes pronunciamientos de 
la Corte Interamericana.131 La conculcación de unas y de otras podría recla-
marse en una demanda de amparo contra una destitución en juicio político, 
sobre cuyo objeto y procedimiento se le permita al correspondiente congre-
so “resolver soberana o discrecionalmente”.

La primera interrogante que debe responderse es si efectivamente a 
dicho órgano parlamentario le corresponde tal amplitud de decisión. La 
demanda aseguraría que no, porque está sujeto a cumplir esas garantías, lo 
que por sí solo excluiría una resolución “soberana o discrecional”; pero eso 
es algo que estaría por verse. Se trata esta cuestión de improcedencia “ínti-
mamente relacionada con el fondo del negocio”; o sea, con la existencia de 
la causa de la acción, de la actualización de la situación jurídica que sirve 
de fundamento a la pretensión del quejoso y a su supuesta contravención 
por el congreso responsable. En consecuencia, en este caso dicha causal 
debería desestimarse, y el tribunal de amparo debe analizar, pero ya como 
cuestión de fondo, si de verdad el juicio político está sujeto a determinadas 
garantías y si estas fueron violadas en el caso.

No sería extraño que alguien piense que esta desestimación sería inco-
rrecta, porque la Ley de Amparo le parece clara y sin espacio para argu-
mentos de esta índole. Falta entonces analizar la inconstitucionalidad del 
artículo 61, fracción VII, de ese ordenamiento, en cuanto a su inclusión 
como hipótesis de improcedencia del juicio de derechos fundamentales, lo 
que debe hacerse en función de si esta restricción al acceso a la justicia es 
proporcionada.132

¿Cuáles serían los extremos de esta oposición, los principios conten-
dientes en ella? Por el lado del quejoso afectado por una resolución de juicio 
político pueden enunciarse varios, desde diferentes puntos de vista, que po-
drían concurrir: 1) el derecho fundamental político del agraviado a ocupar 
como cualquier ciudadano un cargo público —al que se integra su libertad 
de trabajo—; 2) de ser alguien que desempeñara su función en virtud de 
una elección popular, el principio democrático impone velar por el máximo 
respeto a la voluntad de los electores y por evitar que estos vean menosca-
bada la efectividad de su participación política, y 3) si el quejoso fue me-
ramente designado, entraría en juego la división de poderes en tanto este 

131		 Tribunal Constitucional (Camba Campos y otros) vs. Ecuador, excepciones preliminares, fon-
do, reparaciones y costas, 28 de agosto de 2013, § 165-169.

132		 Paso directamente a la última fase del examen de proporcionalidad: la “ponderación”. 
El motivo es que puede intuirse que el conflicto entre los principios relevantes en esta hipóte-
sis es insalvable y no es difícil que superen las primeras etapas de este análisis, relativas a los 
subprincipios de idoneidad y necesidad.
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383LA IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO

procedimiento puede implicar un intento de intromisión, dependencia o 
subordinación de un poder a otro.133 

En cambio, por el otro lado, me resulta difícil advertir un claro fin legíti-
mo al que sirva impedir el examen constitucional de la resolución del juicio 
político. Con algún esfuerzo, me parece que tal podría ser el ágil cumpli-
miento de la resolución del tribunal político, o la deferencia a la voluntad 
“popular” expresada por los legisladores —mas no el electorado—, lo que 
no se daría si el órgano resolutor perteneciera al Poder Judicial.

Esta simple comparación es suficiente para advertir que del lado del 
quejoso hay importantes principios constitucionales, no relacionados sólo 
con su interés personal, que podrían resultar gravemente afectados por una 
resolución de juicio político, de no permitirse su defensa mediante el ampa-
ro; por el contrario, los intereses que percibí en el otro extremo, no tienen 
la misma importancia. Pero puede añadirse algo más: si el caso versara 
sobre una situación en que la regulación del juicio político no admitiera ex-
presamente determinadas garantías al enjuiciado, o lo hiciera vagamente, 
habría una alta probabilidad de afectación de sus derechos fundamentales 
claramente reconocidos por la jurisprudencia interamericana. Esto último 
incrementa el peso de la situación del quejoso y la distancia notablemente 
de su contraria, de modo tal que resulta evidente que los fines perseguidos 
por la clausura del juicio de amparo no compensan el perjuicio que podrían 
sufrir los principios constitucionales que avalan al quejoso. 

Aunque sea imperfectamente por darse aquí de modo hipotético, sin re-
ferencia a un caso particular con circunstancias específicas que lo precisen, 
este ejercicio ponderativo muestra la desproporción de la referida causal de 
improcedencia en cuanto se refiere a la destitución derivada de un juicio 
político local, y, con ello, su inconstitucionalidad.

V. Epílogo

Las reformas al juicio de amparo y en materia de derechos humanos de 2011 
iniciaron una nueva era para este proceso constitucional; el inicio de la Dé-

133		 “División de poderes. Para evitar la vulneración a este principio existen 
prohibiciones implícitas referidas a la no intromisión, a la no dependencia y a 
la no subordinación entre los poderes públicos de las entidades federativas”, 
tesis 178, Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-2011, t. I, p. 621; “Controversia 
constitucional. Los Poderes Judiciales de los Estados tienen interés legíti-
mo para acudir a este medio de control constitucional, cuando se afecte su 
independencia en el ejercicio de la función jurisdiccional con motivo de un 
juicio político seguido a sus integrantes”, tesis 81, Apéndice al Semanario Judicial de la 
Federación 1917-2011, t. II, p. 4615.
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384 RUBÉN SÁNCHEZ GIL

cima Época jurisprudencial del Poder Judicial de la Federación es signo in-
equívoco de ello. Esta nueva historia debe construirse respecto de dos ejes: 
consolidar el juicio de amparo como un “recurso sencillo y efectivo” para 
la protección de los derechos fundamentales, y el imperio en este proceso 
constitucional de la tutela judicial efectiva y de sus implicaciones. Si bien este 
último propósito en realidad no es un fin en sí mismo, sino un vehículo para 
lograr el primero, su importancia y la complejidad de su implementación son 
tales que conviene tenerlo como una categoría autónoma.

Si bien la tutela judicial efectiva se despliega mediante alguna o varias 
de sus manifestaciones a lo largo y ancho del procedimiento de amparo, su 
vertiente de “acceso a la justicia” es, como para todo proceso, de carácter 
básico: de ella dependen la eficacia del juicio de amparo y la de los mis-
mos derechos fundamentales que este proceso tutela. Este derecho impone 
una visión del amparo mexicano que favorece el más amplio ejercicio de 
la función jurisdiccional y busca que dicho proceso sea el recurso sencillo 
y efectivo que dispone el artículo 25.1 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos.

No obstante, la complejidad que en México tiene el juicio de amparo, 
debida en buena medida a que es un procedimiento que atiende las pecu-
liaridades de todas las materias jurídicas, se ha reflejado en la creación de 
un catálogo de numerosas causas de improcedencia opuestas al desarrollo 
de este proceso. Este conjunto de hipótesis, el cual se veía como intocable y 
cuya aplicación es incentivada por los requerimientos administrativos de la 
jurisdicción federal, hoy se encuentra bajo una óptica diferente.

Las exigencias de nuestro actual sistema de derechos fundamentales 
restringe intensamente la aplicación de dichas causales de improcedencia. 
Estas limitaciones en realidad no son nuevas, ya las había reconocido la ju-
risprudencia; la diferencia radica en que la nueva perspectiva que nuestra 
Constitución impone a los jueces, los obliga a mantener a raya la impro-
cedencia del juicio de amparo como lo que efectivamente es: una rigurosa 
excepción al curso de este proceso. Asimismo, el establecimiento del control 
difuso en México también impone a los juzgadores la obligación de mante-
ner una actitud protectora y promotora del acceso a la justicia, no teniendo 
dogmáticamente por válidas las causas de improcedencia del juicio de am-
paro y estimando la probabilidad de que constituyan una indebida afecta-
ción a este derecho fundamental procesal.

Si bien el legislador está facultado para configurar este proceso consti-
tucional y establecerle causas de improcedencia, su discrecionalidad no es 
absoluta, sino sujeta al principio de proporcionalidad. Estas restricciones al 
juicio de amparo deben perseguir un fin legítimo y ajustarse estrechamente 
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385LA IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO

a él siendo idóneas, necesarias y ponderadas. Pienso, además, que el escru-
tinio realizado mediante este examen debe ser estricto; el legislador “debe 
ser especialmente cuidadoso” al regular el acceso al proceso que garantiza 
los derechos fundamentales y corresponde a los jueces vigilar detenidamen-
te que así sea.134

Considero que es imposible hacer del juicio de amparo un recurso “sen-
cillo” por la necesidad de que tenga ciertas causas justificadas de improce-
dencia y por la complejidad actual de nuestro ordenamiento. Sin embargo, 
considerar decididamente que la improcedencia es una verdadera excep-
ción para su acceso, contribuirá a disminuir las dificultades para promover-
lo y satisfará esa directriz; además, evidentemente abonará a su efectividad. 
A mi juicio, de este modo pueden ser compatibles la improcedencia y el 
deber que dispone el artículo 25.1 de la Convención Americana sobre De-
rechos Humanos.
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